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Las soluciones lingüísticas del Tribunal Unificado: ¿Es el multilingüismo una garantía de 




     "La traducción es el idioma de Europa" (Eco, 1993) 
Existe un vínculo muy estrecho entre el derecho y las lenguas extranjeras. Partimos del artículo 
6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos que establece el “derecho de acceso a los 
tribunales como garantía de que el individuo tenga acceso a la justicia en un idioma que éste 
comprenda” (Consejo de Europa, 1950)Esta posibilidad de dirigirse al juez en un idioma que el 
litigante entienda va más allá de la simple observación de la necesidad de un traductor o 
intérprete que permita al litigante ver su caso llevado a cabo en un idioma que entienda, ya que 
el acceso a la justicia se sitúa por encima de cualquier barrera jurídica o incluso lingüística. No 
obstante, puede haber una variedad lingüística en ciertos tribunales internacionales que facilite 
el acceso al juez en varios idiomas. 
Esta pluralidad lingüística es entonces la posibilidad de tener, dentro de un mismo 
Estado, organización o tribunal internacional, la capacidad jurídica y lingüística de ofrecer a los 
litigantes el acceso al juez en otros idiomas que son idiomas oficiales o de trabajo. Verbi gratia, 
se puede ver el Estado belga que posee un bilingüismo franco-flamenco (Loi sur les langues 
officielles du Canada, 1969) o el caso de Canadá con el inglés y el francés. Un caso emblemático 
sería el Tribunal de Justicia de la Unión Europea que permite a los ciudadanos dirigirse al 
Tribunal en uno de los 24 idiomas oficiales del Tribunal o el Tribunal Unificadoque ofrece un 
sistema lingüístico tripartita en francés, alemán e inglés. Esta pluralidad lingüística también 
puede ser vista como una especie de multilingüismo. 
El multilingüismo, entendido desde el punto de vista jurídico en su forma más completa 
como "un estado de un individuo o una comunidad lingüística el cual utiliza tres o más idiomas 
diferentes simultáneamente" (Cohen, 2008). El multilingüismo significaría que las normas 
internas del país no sólo deberían redactarse en los idiomas del Estado o de la institución 
internacional, sino que deberían ser accesibles para cualquier litigante que pudiese necesitarlas. 
Sin embargo, podría ser preocupante, el hecho de que el multilingüismo, tal como lo anunció 
el profesor (FLUCKIGER, 2005) sea una forma de un "verdadero desafío a la calidad de la 
legislación que está a la espera de ser abordada". Este desafío a la calidad de la legislación 
también afecta al sistema de elaboración de normas, incluida la forma por medio de la cual debe 
lograrse la equivalencia tanto lingüística como jurídica dentro de los Estados o las instituciones 
internacionales. Esta equivalencia de términos sigue siendo el núcleo de algunas organizaciones 
internacionales cuyo objetivo es disponer de un sistema integrado con el mismo valor 
legislativo y lingüístico.  
Entre las organizaciones internacionales poseedoras un sistema lingüístico propio se 
encuentra el caso de la Unión Europea, donde existe un multilingüismo sui generis que no tiene 
equivalente en ningún lugar del mundo jurídico o lingüístico, ya que no se trata de una 
institución internacional con un cierto número de lenguas de trabajo u oficiales, como es el caso 
de la Organización de las Naciones Unidas, que tiene seis lenguas oficiales(Carta de las 
Naciones Unidas, 1945), o el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que tiene un sistema 
lingüístico bilingüe(Reglamento TEDH, 2018), sino de una institución interestatal cuyas 
lenguas oficiales son las mismas que las lenguas oficiales de los Estados miembros que son 
miembros de la organización.  
Nos enfrentamos entonces a una organización internacional supranacional con tantos 
idiomas oficiales como estados miembros. En la actualidad, la Unión Europea tiene 24 idiomas 
oficiales y 27 estados miembros. Esta cohesión lingüística significa que la Unión Europea, en 
su calidad de máquina productora de normas, es capaz de producir una legislación igual en 
contenido y que, a pesar de las diferencias lingüísticas, mantiene una traducción auténtica que 
es válida para todos los idiomas oficiales de esta institución. Para ello, la Unión Europea cuenta 
con un Tribunal que garantiza la cohesión jurídica dentro de los Estados miembros en relación 
con el derecho europeo y la cohesión lingüística a pesar de la pluralidad lingüística presente en 
la propia Unión. 
Este guardián de la unidad del derecho europeo en el seno de la Unión Europea es el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, ante el cual se pueden interponer posibles recursos 
judiciales. El Tribunal de Justicia, que actúa como guardián de la Unión Europea, sigue siendo 
competente para decidir: "el demandante elegirá la lengua de procedimiento entre las 23 lenguas 
oficiales de la Unión, a menos que el demandado sea un Estado miembro, en cuyo caso la lengua 
de procedimiento será la lengua oficial de ese Estado, o la lengua oficial de ese Estado elegida 
por el demandante si hay varias lenguas oficiales"(Von Bardeleben, 2012) . Así las cosas, existe 
un amplio abanico de posibilidades en cuanto al régimen lingüístico que debe utilizarse cuando 
se presenta una acción o solicitud ante este Tribunal (Reglamento TJUE, 2015/2422). Aunque 
el Tribunal de Justicia sigue siendo el guardián dentro de la Unión Europea, otras instituciones 
internacionales fuera de la Unión Europea conservan un lugar importante en la escala jurídica 
multilingüe. En este orden de ideas, mencionaremos algunas de las entidades encargadas de la 
propiedad intelectual en Europa cuyo régimen lingüístico presenta ciertas particularidades y, 
finalmente, llegaremos a la posición del Tribunal Unificado quién será el máximo juez a nivel 
europeo en materia de propiedad intelectual. 
En el territorio del continente europeo, sin embargo, encontramos ciertos organismos 
responsables de la protección de la propiedad intelectual. Estas instituciones nos interesan 
especialmente en un aspecto concreto, a saber, la presencia del multilingüismo. En este sentido, 
debemos mencionar la Oficina Europea de Patentes, que tiene un estrecho vínculo con el 
Tribunal Unificado de Patentes (Acuerdo del Tribunal Unificado de Patentes, 2013). No 
obstante, no se puede pasar por alto la presencia de la Oficina de Propiedad Intelectual de la 
Unión Europea. A diferencia de las dos instituciones recientemente designadas que no forman 
parte de la Unión Europea, la Oficina sigue siendo una institución de la propia Unión Europea.  
La Oficina Europea de Patentes (OEP) se estableció en 1973. De los 16 Estados que 
firmaron el Convenio sobre la Patente Europea en 1973, la Organización Europea de Patentes 
ha pasado hoy a 38 Estados contratantes, incluidos los 27 Estados miembros de la UE y otros 
países como Noruega, Suiza y Turquía. La OEP tiene su sede en Múnich, con un departamento 
en La Haya y oficinas en Berlín, Viena y Bruselas. (OEP, 2020) 
La Oficina de Propiedad Intelectual de la Unión Europea -EUIPO-, conocida como 
OAMI hasta el 23 de marzo de 2016, es un organismo descentralizado de la Unión Europea, 
creado para proteger los derechos de propiedad intelectual de las empresas y los creadores de 
la Unión Europea (UE) y de otros países.  
A continuación, encontramos el último invento en el campo de la justiciabilidad de las 
patentes, el Tribunal Unificado de Patentes. Esta nueva institución, encargada de la protección 
y de las soluciones jurídicas de la Patente, encuentra su nacimiento en el mundo jurídico por el 
Acuerdo del Tribunal Unificado (en adelante “Tribunal Unificado” o “Tribunal”).  Este 
Tribunal nace a priori a través del derecho europeo pero se concibe como un organismo 
extracomunitario, es decir, al igual que la OEP, su autonomía y funcionamiento no están 
obligados por lo tanto a seguir las indicaciones de la Unión Europea, incluido el derecho 
europeo. Esta Jurisdicción se creó en el marco del mecanismo de cooperación reforzada que, a 
pesar de su eficacia, no fue aceptado por algunos Estados. 
En cuanto a su aplicación a través del mecanismo de cooperación reforzada, el Reino de 
España y la República Italiana solicitan la anulación de la Decisión 2011/167/UE del Consejo, 
de 10 de marzo de 2011, por la que se autoriza la cooperación reforzada en materia de creación 
de protección mediante patente unitaria (Caso CJUE C-143, 2015). Este Tribunal tendrá una 
producción de jurisprudencia trilingüe, a saber, en francés, inglés y alemán, sin embargo, se 
han producido desventajas lingüísticas durante el procedimiento de creación de este nuevo 
tribunal.  
Por lo tanto, hay un problema con respecto a los idiomas oficiales del Tribunal 
Unificado. Este organismo fue concebido en una forma de idioma tripartita con el inglés, el 
francés y el alemán como idiomas oficiales. Esta elección de idioma fue impugnada por el Reino 
de España y la República Italiana, quiénes acabaron presentando dos demandas (Casos CJUE 
C-272 y C295, 2011) ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea por discriminación 
debido al idioma, ya que ni el español ni el italiano estaban registrados como idiomas oficiales 
de esta nueva institución. 
Estas estimaciones no sólo descartadas por el Tribunal de Justicia ni por las conclusiones 
generales del abogado Yves BOT(Bot, 2011), sino que fueron desestimadas por su propia 
voluntad ya que, según el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, los argumentos planteados 
por estos dos Estados sólo tenían por objeto evitar el establecimiento de un procedimiento 
acelerado para la creación del Tribunal Unificado y no un verdadero argumento contra la unidad 
lingüística de los Estados Partes en esta jurisdicción  
Al final de este contencioso elevado por España e Italia ante el Tribunal Europeo de 
Justicia; este terminó por rechazar las demandas de Italia y España. El Reino de España 
procedió, a través de una nueva solicitud al mismo tribunal, a solicitar lo siguiente: 
"El Reino de España solicita la anulación del Reglamento (UE) nº 1257/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea y la anulación del Reglamento 
(CE) nº 1257/2012 del Consejo de la Unión Europea del 17 de diciembre de 2012, por 
la que se aplica la cooperación reforzada en la esfera de la creación de una protección 
de patentes unitaria". (Caso CJUE C-146, 2013) 
Dicho recurso no resultó en la forma que España deseaba. Tal negativa nos lleva 
entonces a considerar que es necesario estudiar más detalladamente estas sentencias para 
determinar la eficacia de las alegaciones formuladas por los solicitantes, ya que, si bien este 
argumento representa la realidad lingüística del Tribunal Unificado, también es cierto que existe 
una cierta divergencia en cuanto a los casos presentados ante las divisiones locales y regionales 
internas al seno del Tribunal Unificado, ya que puede ocurrir que otros idiomas, como el de la 
concesión de la patente, se utilicen como idiomas en los procedimientos del Tribunal Unificado.  
A la luz de estos elementos, se plantea entonces la cuestión de en qué medida se aplicará 
el multilingüismo en el marco del Tribunal Unificado y si la cuestión del idioma será una 
garantía que permita el acceso al juez. Por las razones mencionadas anteriormente, los desafíos 
de la lingüística jurídica en algunas instituciones internacionales se examinarán en una primera 
parte y luego se abordarán las posibles dificultades de interpretación en el marco del Tribunal 
Unificado en una segunda parte.  
 
Primera parte: Los desafíos de la lingüística jurídica en las instituciones internacionales  
 
La lingüística jurídica es entendida por el profesor Gérard CORNU como "no sólo el estudio 
lingüístico del lenguaje del derecho, sino el estudio lingüístico del derecho del 
lenguaje".(Cornu, 1990) El estudio del lenguaje del derecho y del derecho como idioma merece 
entonces un estudio más profundo que permita descubrir cómo, dentro del nuevo Tribunal 
Unificado, una reglamentación lingüística específica, así como una vía jurídica destinada a la 
difícil aceptación de un régimen lingüístico tripartita puede, por lo tanto, perjudicar en cierto 
modo a los Estados que se han adherido a esta nueva institución internacional.  
 
 Dentro de las instituciones internacionales, surge un régimen lingüístico específico para 
cada institución cuando los tratados constitutivos así lo declaran, sin embargo, puede ocurrir 
que dentro de una misma institución internacional encuentren lugar varios regímenes 
lingüísticos. Si tomamos como ejemplo el régimen lingüístico que rige la Unión Europea, sería 
fácil ver que las propias instituciones están obligadas a respetar una pluralidad lingüística que 
permita a cualquier nacional europeo dirigirse a las instituciones europeas en una de las lenguas 
oficiales de la Unión Europea y recibir posteriormente una respuesta en ese idioma. No 
obstante, nada impide que las instituciones den preferencia a un idioma en su labor cotidiana. 
Es el caso, por ejemplo, del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, que sesiona en francés, 
o del Consejo de la Unión, que se sesiona en inglés. 
 
 De este razonamiento se desprende que el caso del Tribunal Unificado el cual, al ser a 
priori un tribunal creado con arreglo al derecho europeo, es decir, el derecho de la Unión 
Europea no es en sentido estricto un tribunal comunitario sino un tribunal extracomunitario. El 
hecho de que este tribunal no forme parte de la Unión Europea significa que no está sujeto a las 
normas lingüísticas que prevalecen en la Unión Europea. Este concepto extracomunitario tiene 
en cuenta que, por lo tanto, el Tribunal Unificado no estará obligado a respetar el 
multilingüismo en el sentido europeo de utilizar las lenguas oficiales de la Unión. Sin embargo, 
este régimen lingüístico específico del Tribunal Unificado le ha costado varias demandas ante 
el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, toda vez que su carácter trilingüe, según España e 
Italia, violaba el multilingüismo europeo. 
 
 Para determinar mejor las cuestiones derivadas de las normas lingüísticas que rigen las 
instituciones internacionales, más concretamente las presentes en Europa, debemos centrarnos 
primero en las normas lingüísticas de los organismos responsables de la propiedad intelectual 
en Europa (I) y luego abordar las cuestiones lingüísticas relativas a los derechos de los litigantes 
(II).  
  
Capítulo I: Las normas lingüísticas de los organismos de propiedad intelectual en Europa  
 
Abordar el tema de las normas lingüísticas sin situarse previamente en un sistema jurídico 
determinado puede parecer sorprendente, ya que el vínculo entre los idiomas y el derecho sigue 
siendo tan estrecho que a veces tendemos a no prestarle la atención que merece. Debido a este 
estrecho vínculo entre el derecho y los idiomas, es necesario estudiar más a fondo cómo esta 
relación entre el derecho y los idiomas está presente en las instituciones internacionales. 
 
 Sin embargo, cuando hablamos de la patente tal y como se concibe a escala europea, no 
podemos desviarnos de nuestras propias normas que rigen la patente tanto dentro de la Unión 
Europea como fuera de ella en un entorno no comunitario. Esto permite a las instituciones 
europeas responsables de la gestión de la patente, como la OEP, hacer caso omiso de estas 
normas.  
Por dicho motivo, recae en el Tribunal Unificado la tarea de crear una gestión específica de las 
patentes en materia lingüística.  
 
Cuando se pone sobre la mesa el tema de las normas lingüísticas, nace toda una serie de 
normas jurídicas que regulan los idiomas que se han de utilizar y sus regímenes en las 
instituciones internacionales. Para poder diseccionar este tema, estudiaremos primero los 
organismos europeos encargados de la gestión de las patentes (I) y luego nos ocuparemos de la 
construcción lingüística del guardián de la Unión Europea (II). 
 
Sección I: Los organismos europeos frente al marco de patentes  
 
Para evocar los organismos encargados de la supervisión de las patentes, su concesión y 
protección se remonta en primer lugar a la Oficina Europea de Patentes (A), hasta la más 
reciente creación en el ámbito de las patentes, el Tribunal Unificado (B). 
   
A) La Oficina Europea de Patentes (OEP)  
Es una institución internacional encargada de conceder patentes europeas. Los idiomas oficiales 
de esta institución son el francés, el alemán y el inglés y se conoce en el mundo de habla francesa 
como "Office européen des brevets", en el mundo de habla alemana como "Europäisches 
Patentamt" y en el mundo de habla inglesa como "European Pattent Office". 
 La Oficina Europea de Patentes admite que las solicitudes de patentes "Los idiomas 
oficiales de la OEP son el alemán, el inglés y el francés. Para cualquier solicitud de patente 
europea presentada en otro idioma, debe presentarse una traducción a uno de los idiomas 
oficiales de la OEP en un plazo de dos meses a partir de la presentación de la 
solicitud.”(Convenio de Múnich; 2000) 
  Para presentar una solicitud de patente europea, se plantea la cuestión del idioma en 
que debe presentarse la solicitud. El Convenio sobre la Patente Europea ha podido responder a 
esta cuestión declarando, en su artículo 14-3, que "El idioma en que se haya presentado la 
solicitud europea (o su traducción, si la solicitud no estaba redactada en alemán, francés o 
inglés) pasará a ser el idioma del procedimiento. Toda modificación de la solicitud o patente 
europea debe redactarse en ese idioma. Además, en cualquier procedimiento escrito, cualquiera 
de las partes puede utilizar uno de los idiomas oficiales de la OEP. "(Convenio de Mûnich, 
2000) En este estado de cosas, todas las solicitudes de patentes ante la OEP conservan, por 
tanto, una característica común, la presencia de uno de los tres idiomas oficiales de esta 
institución, es decir, la presencia de un idioma pivot. 
 El derecho que rige la Oficina Europea de Patentes no sólo será el derecho básico que 
utilizará el Tribunal Unificado, sino que esta nueva institución deberá tener como objetivo 
salvaguardar el derecho europeo en los términos que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
ha establecido en toda su amplia jurisprudencia. No obstante, esta cuestión de los idiomas 
oficiales de la OEP será una de las cuestiones más relevantes que se describirán cuando se cree 
finalmente el Tribunal Unificado. 
B) El Tribunal Unificado 
El Tribunal Unificado, creado en virtud del Acuerdo del Tribunal Unificado, se encargará de 
salvaguardar las patentes y tendrá competencia para tratar los casos conexos (infracción, 
concesión, entre otros) que afecten a las patentes. Este nuevo Tribunal de Patentes estará 
compuesto en forma trilingüe donde el inglés, el alemán y el francés serán los idiomas oficiales 
dentro de esta institución y que permitirá al Tribunal controlar las patentes unitarias y europeas. 
Sin embargo, en las divisiones locales y regionales al seno de este Tribunal pueden utilizarse a 
priori otros idiomas. 
 Cabe hacer una aclaración frente a la concepción y alcance de la palabra “Tribunal” que 
define al Tribunal Unitario de Patentes, toda vez que en el español latinoamericano el 
significado de Tribunal podría variar de su homólogo ibérico. Habrá de entenderse Tribunal 
como un organismo propio compuesto de varias divisiones locales y regionales que actúan 
como un único organismo; comparado con la versión francesa, el Tribunal pasaría a llamarse 
Juridiction Unifiée du Brevet, es decir, la Jurisdicción Unificada de Patentes. Así las cosas, el 
Tribunal Unificado es un organismo colegiado o una “jurisdicción” propia en el sentido francés. 
  
 Varias cuestiones surgen cuando se menciona al Tribunal Unificado como tema de 
estudio pues se genera el interrogante sobre su vinculación directa o no ante los jueces de la 
Unión Europea. Este será un tribunal interno de los Estados miembros de la Unión Europea ya 
que sus sentencias serán válidas en todos los Estados que han ratificado el Acuerdo, sin 
embargo, si observamos la estructura interna del Tribunal Unificado, vemos que es un tribunal 
cuyo superior jerárquico sería el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, por lo que podríamos 
decir que sería un tribunal auxiliar como fue el caso del Tribunal de Justicia del Benelux.(TJB, 
1965) En otras palabras, el hecho de que el Tribunal Unificado esté por lo tanto sujeto a la 
jurisdicción del Tribunal de Justicia de la Unión Europea nos remite, por consiguiente, a su 
carácter de tribunal nacional en el sentido europeo como tribunal nacional. 
 
Su carácter de tribunal nacional ante la Unión Europea le concedería de pleno derecho 
la capacidad de plantear cuestiones prejudiciales (Caso TJUE Vaasen-Gobbels, 1966). Pues 
sólo los tribunales en el sentido del artículo 267 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea pueden plantear una cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(TJUE). Las partes en una controversia pueden sugerir a la corte o tribunal, con arreglo a la 
legislación nacional, la necesidad de tal referencia, pero no pueden tomar la iniciativa. 
 
El concepto de jurisdicción en el Tratado se aclara en la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas y puede diferir del utilizado en la legislación nacional de 
los Estados miembros. Para aclarar este punto, debemos referirnos a los criterios acumulativos 
desarrollados por el Tribunal de Justicia en la sentencia VAASSEN-GOBBLES, que establece 
las condiciones para calificar a un "tribunal" como tal. Es decir, este debe contener ciertas 
características tales como a) debe ser permanente, b) debe regir según las normas de la ley, c) 
los procedimientos en curso deben estar sujetos a contradicción y d) debe existir una condición 
de naturaleza contenciosa de los procedimientos. 
 
 A la luz de estos elementos, es muy posible afirmar que el Tribunal Unificado, a los ojos 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, sea una "jurisdicción" en el sentido europeo. Este 
reconocimiento también nos hace preguntarnos si este tribunal puede entonces presentar las 
cuestiones preliminares ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Para responder a esta 
breve y concreta pregunta, habría que dar una respuesta positiva en el sentido de que el Tribunal 
Unificado no sólo sería un tribunal internacional sino también un tribunal de carácter nacional 
dentro de los Estados que han ratificado el Tratado y, posteriormente, gozaría de las ventajas 
de los tribunales nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea al permitirle remitir 
las cuestiones prejudiciales ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Sin embargo, ¿se 
vería realmente obligado de seguir las indicaciones del Tribunal de Justicia de la UE? En otras 
palabras, ¿está el Tribunal Unificado obligado a seguir la ley europea como tal o sólo las 
indicaciones de la Corte? Hemos de recordar que es un órgano judicial creado bajo la normativa 
europea pero fuera de la Unión Europea y, a su vez, está sometido a los mandatos del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea mas no al derecho de la Unión como tal. 
 
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea es la única entidad jurisdiccional encargada 
de interpretar el derecho europeo. Es el único responsable de asegurar la uniformidad del 
derecho europeo como tal. Sin embargo, como el Tribunal Unificado es un tribunal 
independiente de la Unión Europea, este tiene a su vez al Tribunal de Justicia como ad quem al 
que puede remitir cuestiones prejudiciales, el Tribunal Unificado estará obligado 
posteriormente a respetar los mandatos del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
en lo que concernirá a la interpretación del derecho europeo. 
 
Así las cosas, siendo el Tribunal de Justicia de la Unión Europea el único ente encargado 
de velar por la unificación y conformidad del derecho europeo, este es el órgano jurisdiccional 
encargado de llevar al derecho europeo por un mismo camino. Ahora bien, al ser el Tribunal 
Unificado un órgano judicial cuyo superior jerárquico en materia de derecho europeo de la 
propiedad intelectual sería el Tribunal de Justicia de la UE; esto es por el carácter de juez 
nacional propio a los estados miembros de la Unión Europea que posee el Tribunal Unificado. 
No obstante, ¿con la salida definitiva de Reino Unido de la Unión Europea, esto generaría que 
el Tribunal de Patentes continúe teniendo el carácter de “juez nacional de une estado miembro” 
o por el contrario el Tribunal de Patentes podrá desconocer los mandatos del Tribunal de 
Justicia, en lo que concierne a Reino Unido pues el mismo ya no pertenecerá a la Unión 
Europea? 
 
Según el dictamen del Tribunal de Justicia de la Unión Europea N º 1-09 del 8 de marzo 
de 2011, el Acuerdo del Tribunal Unificado no sólo está abierto a los Estados miembros de la 
UE, sino también a terceros países que deseen ser miembros del acuerdo. En teoría, sería aún 
derecho europeo, pero cuando sale del ámbito europeo (de la esfera de competencia del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea) y vuelve al Tribunal Unificado, este derecho ya no es un 
derecho europeo sino un derecho específico del Tribunal Unificado que se ha transpuesto fuera 
de Europa, teniendo en cuenta la protección del propio derecho europeo. 
 
Con la salida definitiva de los ingleses, esto significaría que el Tribunal Unificado aplica 
el derecho europeo, es decir, si este tribunal reconoce al Tribunal de Justicia de la UE como un 
Tribunal Supremo cuyo derecho es vinculante o si, por el contrario, reconoce que el derecho 
europeo sólo en el marco de las decisiones prejudiciales y una vez transpuesto, ya no es europeo 
sino que tiene validez extraeuropea tanto para los Estados miembros de la Unión Europea como 
para los Estados miembros del Acuerdo del Tribunal Unificado. Sin embargo, los británicos 
podrían, por lo tanto, cambiar la situación si ratifican el Acuerdo de Lugano, ya que éste podría 
limitar la jurisdicción extraterritorial del Tribunal Unificado sobre los demandados 
domiciliados en Islandia, Noruega y Suiza, ya que los demandados domiciliados en ese Estado 
podrían estar fuera del alcance de esta jurisdicción particular.  
 
La salida del Reino Unido de la Unión Europea y su permanencia -o no- en el Acuerdo 
del Tribunal Unificado presentaría una gran influencia en la continuidad lingüística de los 
jueces europeos. Por ende, es necesario tratar en la Sección II la posición lingüística del máximo 
órgano jurisdiccional europeo. 
 
 
Sección II: La construcción lingüística del Tribunal de Justicia de la Unión Europea  
Existe todo un abanico de posibilidades en materia lingüística al seno de la Unión Europea. En 
este sentido, en función de las reglas lingüísticas y reglas internas de la Unión Europea, esta 
institución presenta un carácter único bajo una forma de maquinaria de traducción única en el 
mundo. Así las cosas, es necesario verificar las reglas lingüísticas presentes en el Tribunal de 
Justicia (A) además de las interpretaciones jurisprudenciales en materia de equivalencia de 
términos jurídicos (B). 
A) Las reglas lingüísticas del Tribunal de Justicia de la Unión Europea  
El régimen lingüístico de la Unión Europea es un régimen sui generis. Es necesario establecer 
los pilares lingüísticos que rigen la Unión Europea. Estos fundamentos jurídicos deberían 
aclarar la existencia tangible de un reglamento europeo que se ocupe del régimen lingüístico 
dentro de la UE. 
Los idiomas oficiales de la Unión Europea se basan en el artículo 55 del Tratado de la Unión 
Europea. Este artículo establece:  
 
"Artículo 55: El presente Tratado, redactado en un solo original en alemán, 
búlgaro, croata, checo, danés, eslovaco, español, estonio, finlandés, francés, 
griego, húngaro, inglés, irlandés, italiano, letón, lituano, maltés, polaco, 
portugués, rumano, esloveno, sueco y checo, siendo los textos redactados en 
cada uno de estos idiomas igualmente auténticos, se depositarán en los archivos 
del Gobierno de la República Italiana, que remitirá una copia certificada a cada 
uno de los Gobiernos de los demás Estados signatarios". 
Este artículo representa no sólo el deseo de promover todos estos idiomas como idiomas 
oficiales, sino también la inclinación de la Unión Europea a crear una consolidación lingüística 
entre sus idiomas oficiales. Esta consolidación debería ayudar a cada ciudadano europeo a 
sentirse libre de dirigirse a la Unión Europea en el idioma de su elección. 
 
De este artículo podemos afirmar que, el idioma elegido por el solicitante deviene en un 
derecho. Según el artículo 24 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, "todos los 
ciudadanos de la Unión Europea tienen derecho a ponerse en contacto con las instituciones de 
la Unión Europea en una de las 24 lenguas mencionadas en el artículo 55 del Tratado de la 
Unión Europea y a recibir una respuesta en la misma lengua". En otras palabras, si un 
peticionario presenta una solicitud en uno de los 24 idiomas oficiales de la Unión Europea, la 
respuesta a esa solicitud debe ser en el mismo idioma en que está escrita.  
 
Esta capacidad lingüística de la Unión Europea representa la fuerza de su régimen 
multilingüe. Con este fin, la Unión Europea cuenta con uno de los mayores departamentos de 
traducción del mundo, lo que le permite gestionar una administración multilingüe basada no 
sólo en las traducciones como medio de comunicación entre los distintos ciudadanos y las 
instituciones europeos, sino también como un verdadero instrumento para una administración 
de justicia multilingüe dentro de la Unión Europea.  
 
No obstante, a pesar de su carácter oficial y de su fuerza vinculante cuando se redactan 
las sentencias de estos tribunales, algunas traducciones pueden presentar variaciones 
lingüísticas o interpretaciones diferentes según los idiomas que se vayan a traducir (B). 
 
B) Interpretaciones jurisprudenciales relativas a la equivalencia terminológica y 
nacional de los términos 
 
Cuando se dictan sentencias en el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, pueden surgir 
ciertas cuestiones lingüísticas cuando los jueces nacionales de los Estados miembros las 
interpretan ya que, según las versiones y traducciones creadas, pueden surgir varias 
interpretaciones. Estas diferencias de interpretación pueden causar problemas cuando una sola 
palabra con un significado determinado en el idioma en que se dictó la sentencia puede, no 
obstante, tener varias traducciones e interpretaciones en diferentes idiomas.  
 
 Este tipo de situación nos devuelve a la concepción del papel que desempeñan los 
Estados Miembros en el sistema institucional los convierte en engranajes de la rueda de ese 
sistema. Sin duda, el idioma de cada Estado es un idioma oficial. Sin embargo, la coexistencia 
de textos auténticos en diferentes idiomas puede interferir en la aplicación del derecho de la 
Unión Europea en sus Estados miembros. Correspondería al Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, en su calidad de guardián de los tratados constitutivos de la Unión Europea, asegurar 
la interpretación más adecuada según los idiomas que causen confusión durante la traducción. 
 
 En su sentencia CILFIT (Caso TJUE, Ciltif, 1982), el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea declaró que "hay que tener en cuenta, en primer lugar, que los textos de derecho 
comunitario están redactados en varios idiomas y que las distintas versiones lingüísticas son 
igualmente auténticas; por consiguiente, la interpretación de una disposición de derecho 
comunitario implica una comparación de las versiones lingüísticas." Esta sentencia nos muestra 
no sólo que, a pesar de la existencia de una pluralidad de lenguas auténticas, sino también una 
peculiaridad propia del derecho europeo en el sentido de que “hay que señalar, incluso cuando 
las versiones lingüísticas son exactamente iguales, que el derecho comunitario utiliza su propia 
terminología. Además, cabe destacar que los conceptos jurídicos no tienen necesariamente el 
mismo contenido en el derecho comunitario y en las distintas legislaciones nacionales” (Caso 
TJUE Cilfit, 1982) 
 Esta terminología propia del derecho europeo significa que no sólo es autónoma y única, 
sino que también tiene un significado propio a nivel europeo que no tiene equivalente directo 
en los Estados miembros de la Unión Europea. Este podría ser el caso cuando en español el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea se denomina "Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea" en el sentido de que, aunque la palabra "Tribunal" tiene un equivalente exacto en 
francés a "Tribunal de Justice", el nombre que se da al Tribunal de Justicia en francés es "Cour 
de Justice" (Corte de Justicia) mientras que en español el Tribunal se refiere al Tribunal de 
Justicia como un órgano de primera instancia. Lo mismo se aplica a las versiones española, 
inglesa e italiana del Tribunal Unificado, ya que estos tres idiomas han conservado la forma de 
"Tribunal Unificado", "Tribunal Europeo de Patentes" y "Tribunale Unificato dei Brevetti". 
Estas tres traducciones muestran la existencia de la palabra "Corte" o "Tribunal" para indicar 
"el lugar donde se sientan los jueces", mientras que el francés ha tomado un camino diferente 
al utilizar la versión "Juridiction" para indicar “Juridiction Unifiée du Brevet” en vez de 
Tribunal Unificado para dejar de lado el significado de "Corte" o "Tribunal". 
  
 Nadie diría entonces que nos encontraríamos simplemente ante una disputa puramente 
lingüística en la que las diferentes versiones no deberían plantear un problema, ya que no 
estamos viendo el derecho europeo desde el punto de vista de la traducción de un idioma a otro, 
sino desde el punto de vista del efecto útil (Galla, 2006) del derecho europeo como tal. A título 
de ejemplo, la sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas en el asunto 
CODAN (Caso TJUE, Codan, 1998) debe considerarse en el sentido de una controversia entre 
varias versiones terminológicas utilizadas en una directiva: "la versión alemana utiliza el 
equivalente de la expresión impuestos sobre las transacciones bursátiles, en la mayoría de las 
demás versiones lingüísticas de la directiva, es decir, en las versiones griega, española, francesa, 
italiana, neerlandesa, portuguesa e inglesa, aparece la expresión impuestos sobre la 
transferencia de valores" (negritas agregadas).  
 
 Lo mismo ocurre en ausencia de una interpretación adecuada del Tribunal de Justicia 
cuando una norma europea no puede, por lo tanto, interpretar o indicar en ningún sentido o 
versión lingüística el alcance de un significado de una palabra, como fue en el caso C-34/10, 
donde no existía una definición de "embrión humano", podría darse el caso de que "en los 
Estados miembros con la concepción más estrecha del concepto de embrión humano y, por lo 
tanto, más permisivos en cuanto a las posibilidades de patentabilidad, porque la patentabilidad 
de esas invenciones quedaría excluida en otros Estados miembros. Esa situación socavaría el 
buen funcionamiento del mercado interior, que es el objetivo de la Directiva" (Caso TJUE C-
34, 2010) 
 En este orden de ideas, ¿deben aclararse estas variaciones en la interpretación de un 
reglamento en cuanto al significado que debe tener no sólo para los Estados miembros, sino 
también a priori dentro de la Unión Europea, para que todos los Estados miembros puedan así, 
sobre la base de la interpretación hecha por el Tribunal de Justicia, introducir esta definición en 
sus territorios en sus equivalentes tanto lingüísticos como jurídicos?  
 Sería conveniente entonces considerar cuáles serían las posibles soluciones con respecto 
a las interpretaciones jurisprudenciales de la equivalencia terminológica en lo que concierne a 
los dilemas lingüísticos de los litigantes.  
 
Capítulo II: Cuestiones de idioma en relación con los derechos de los litigantes.  
 
El acceso a la información, la legislación y el procedimiento es un derecho a un juicio justo, 
para el que existen garantías europeas de acceso al juez en el idioma que habla la persona 
interesada.  
Sección I: Garantías europeas del derecho de acceso al juez  
Cuando existen litigios sobre patentes, es necesario determinar el idioma al que se ha traducido 
la patente (A) para poder asegurar estas traducciones como verdaderas garantías procesales (B) 
en los contenciosos. 
A) La necesidad de traducción de patentes  
Aunque el sistema de la OEP permite que se concedan patentes no sólo en los idiomas oficiales 
de esas instituciones sino también en otros idiomas, siempre que se incluya una versión en uno 
de los idiomas pívot, también existe un problema con el requisito de las traducciones, ya que es 
cierto que, en palabras del Abogado General del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, M. 
BOT “actualmente, el sistema europeo de protección de patentes se caracteriza por unos costes 
muy elevados. En efecto, cuando la OEP concede una patente de este tipo, debe ser validada en 
cada uno de los Estados miembros en los que se solicita la protección” (Bot, 2014) 
Para que dicha patente sea validada en el territorio de un Estado Miembro, la legislación 
nacional podrá exigir al titular de la patente que presente una traducción de esta al idioma oficial 
de ese Estado Miembro. No obstante, existe un segundo aspecto que ha permitido reducir 
considerablemente los costos de las traducciones y los trámites de registro de las patentes en 
los Estados en que se solicitaron para los Estados miembros que son partes en el Acuerdo 
relativo a la aplicación del artículo 65 del CPE, celebrado en Londres el 17 de octubre de 2000, 
“en virtud del cual las partes se comprometen a renunciar, en su totalidad o en gran medida, a 
la presentación de traducciones de las patentes europeas a su idioma nacional cuando tengan un 
idioma de la OEP como idioma oficial”(Acuerdo de Múnich, 2000) Este acuerdo, en el que 
Francia es parte, ha causado mucha confusión ya que aparentemente se basaba en la primacía 
del idioma francés como lengua nacional hablada en el Estado francés, ya que la falta de 
traducción podría significar, por lo tanto, que otros idiomas, al menos en lo que respecta a las 
patentes, podrían utilizarse en Francia. Sin embargo, el Consejo Constitucional francés, en su 
decisión de 28 de septiembre de 2006, puso fin a esta ambigüedad constitucional, ya que las 
patentes se presentarían en cualquier caso en uno de los idiomas oficiales de la OEP. 
 
Sin embargo, también es cierto que la necesidad de traducción puede considerarse como 
una garantía de procedimiento (B) ya que, una vez que la patente se traduce a otro idioma, abre 
la posibilidad de que terceros puedan atacarla en caso de un problema jurídico, pero el hecho 
de presentar en la OEP una patente traducida a un solo idioma y no a todos los idiomas de los 
Estados miembros haría, por tanto, más difícil atacar dicha patente. 
 
B)  La traducción de las patentes como garantía de procedimiento  
Las traducciones de las patentes son más que una mera cuestión de formalidad, son una 
obligación de garantizar un juicio justo. Las traducciones de las patentes se derivan, en primer 
lugar, del tratado constitutivo de la OEP, que establece la necesidad de una traducción no sólo 
a los idiomas de la OEP (es decir, francés, inglés y alemán) sino también a otro idioma diferente 
en el que se concederá la patente.  
 
Sin embargo, a pesar de la necesidad de traducciones de la Oficina Europea de Patentes (A), 
esta institución ha podido implementar un programa de software que le permite hacer 
traducciones automáticas (B). 
 
A) La traducción de patentes en la OEP  
La solicitud de patente comunitaria es sólo un tipo especial de solicitud de patente europea, se 
presenta en uno de los tres idiomas oficiales de la OEP. Sin embargo, la Unión Europea trabaja 
en 5 idiomas, por lo que Italia y España se opusieron a la introducción de una herramienta de 
la UE que no utiliza el italiano y el español como idiomas de trabajo. Dentro del proyecto del 
Tribunal Unificado se han previsto mecanismos de traducción y por lo tanto los Estados están 
levantando su oposición (es política y simbólica). Sin embargo, como se indica en el proyecto 
de ratificación del Tribunal Unificado por la Asamblea Nacional francesa: 
"el artículo 65 del Convenio de Múnich disponía que cuando una patente no estuviera 
redactada en uno de sus idiomas oficiales, un Estado parte podría exigir al titular de la 
patente que proporcionara una traducción de esta en uno de esos idiomas. A partir de la 
entrada en vigor del Arreglo de Londres el 1º de mayo de 2000, el artículo 65 del 
Convenio de Múnich ya no podía ser invocado por un Estado que tuviera un idioma 
oficial común con los de la OEP, ni por otro Estado parte si la patente se había concedido 
en el idioma oficial de la OEP prescrito por ese Estado. Por decisión de 28 de septiembre 
de 2006, el Consejo Constitucional llegó a la conclusión de que el Acuerdo de Londres 
era conforme a la Constitución, y en particular a su artículo 2, según el cual "el idioma 
de la República es el francés". (Assemblée Nationale, 2017) 
Por lo tanto, vemos una voluntad por parte del Consejo Constitucional de evitar no sólo 
los costos adicionales de las traducciones sino también de hacer avanzar a Francia en los 
términos dictados por la Oficina Europea de Patentes. 
 
 Sin embargo, esta delicada cuestión de las traducciones ha dado lugar, en el seno de la 
OEP, al deseo de crear un programa informático (B) que le permita no sólo ofrecer traducciones 
a otros idiomas distintos de los idiomas oficiales de la institución. 
  
B) El sistema de traducción automática  
La Oficina Europea de Patentes ha creado un programa de software llamado Patent Translation 
que le permite cruzar las fronteras lingüísticas dando a los interesados la posibilidad de 
consultar las patentes europeas que han sido presentadas en veintiocho idiomas. Este software 
fue desarrollado en el marco de una colaboración entre el gigante informático Google y la OEP: 
 
 Versión original en inglés: 
 "Under the partnership, the OEP will use Google Translate technology to offer 
translation of patents on itswebsiteinto 28 Europeanlanguages, as well as intoChinese, 
Japanese, Korean and Russian. The OEP willprovide Google access to itsentire corpus of 
translated patents to enable Google to optimise its machine translation technology for the 
specificlanguageused in patent registrations. The agreement is non-exclusive, and thereis no 
financial component involved" 
 
 
Versión en español:  
"Como parte de esta asociación, la OEP utilizará la tecnología de Google Translate para 
ofrecer la traducción de las patentes de su sitio web en 28 idiomas europeos, así como en chino, 
japonés, coreano y ruso. La OEP dará a Google acceso a todo su corpus de patentes traducidas 
para que Google pueda optimizar su tecnología de traducción automática para el idioma 
específico utilizado en los registros de patentes. El acuerdo no es exclusivo y no tiene ningún 
componente financiero. 
 
Este software, a pesar de su novedad y de la facilidad de acceso para los usuarios de 
Internet que desean consultar las patentes en otros idiomas, presenta la particularidad de que 
sus traducciones no se reconocen como oficiales o auténticas, ya que el propio software afirma 
que sus traducciones son puramente aproximadas y no oficiales.  
Con el fin de abordar mejor sus inconvenientes lingüísticos, examinaremos en la sección 
II los problemas lingüísticos derivados del derecho de acceso al juez. 
 
Sección II: El derecho de acceso al juez, un problema lingüístico en los países europeos 
 
El derecho de acceso a un juez no sólo significa la posibilidad de tener acceso a la justicia, a un 
tribunal y a un juicio justo sino también la posibilidad de acceder a él utilizando un idioma 
hablado por el litigante. Esta posibilidad de acceso en el idioma que habla la persona sometida 
a juicio tiene su lugar en la posibilidad de dirigirse a los órganos estatales o institucionales en 
el idioma de la persona sometida a juicio (A), pero también implica la posibilidad de presentar 
la solicitud en el idioma de la persona sometida a juicio (B). 
A) La posibilidad de dirigirse a las instituciones en el idioma del solicitante 
Se garantiza el acceso a las instituciones en los idiomas que hablan las instituciones 
internacionales o las entidades estatales. También puede ser posible proporcionar acceso en 
otros idiomas, a veces llamados idiomas minoritarios, pero también a veces el acceso a la 
información ya no está disponible en un idioma particular porque así lo establece un tratado.  
 
Esto nos lleva a estudiar el derecho de expresarse en su propio idioma como un real 
derecho tangible no solo en el continente europeo sino en el sistema jurídico universal. Las 
instituciones europeas permiten a cualquier ciudadano europeo dirigirse a las instituciones 
europeas en cualquier idioma que tenga el estatus de lengua oficial dentro de la propia Unión y 
recibir una respuesta en ese idioma. Esta capacidad de multilingüismo de la que goza la Unión 
Europea le permite tener un público objetivo muy amplio, en el sentido lingüístico, de modo 
que se garantiza un acceso igual y completo a la información para todos los litigantes. De igual 
modo, esta capacidad lingüística permite una verdadera integración europea ya que, "según 
reiterada jurisprudencia, las diferentes versiones lingüísticas de los Tratados deben, por 
principio, recibir el mismo valor, que no puede variar en función, en particular, de la 
importancia de la población de los Estados miembros que utilizan el idioma en cuestión". 
(Marianne, 2014) En otras palabras, permitir a los litigantes acceder a la información de la 
Unión en sus propios idiomas permite cumplir la tarea de la integración europea. 
 
Sin embargo, algo diferente sucede cuando se sale de la escala europea y se entra en el 
espacio extraeuropeo o extracomunitario. A pesar de que estamos en un contexto "europeo" en 
el sentido continental, ya no estamos en el espacio "europeo" en el sentido de organización 
internacional. 
 
 Por parte de la Oficina Europea de Patentes, esta institución ofrece el acceso a sus 
servicios en materia de patentes en tres idiomas, alemán, francés e inglés, pero el acceso está 
garantizado de forma flexible a los litigantes en otros idiomas por medio del programa 
informático de traducción de patentes que les permite acceder a la información en 28 idiomas 
sin que estas traducciones puedan calificarse de auténticas, sino que son puramente 
aproximativas.  
 
 Siguiendo las mismas líneas jurídicas de la OEP, nos encontramos ante el futuro 
Tribunal Unificado que, a pesar de haber sido concebido, creado e imaginado en el seno de la 
Unión Europea, no tendría, por tanto, ninguna relación directa con la institución que le ha 
concebido ya que no formará parte de la UE como tal, sino que será una jurisdicción interna de 
cada Estado miembro. Esta diferenciación en cuanto a su pertenencia a la Unión le permite, por 
lo tanto, no tener en cuenta el multilingüismo tal como se entiende en la Unión, sino más bien 
un multilingüismo específico del mismo Tribunal Unificado el que, por lo tanto, los mismos 
idiomas pívots que reinan en la OEP estarán también presentes el en Tribunal Unificado. 
Podríamos en este orden de ideas considerar que se trata de ¿una traición a sus orígenes 
europeos en lo que respecta al multilingüismo? La respuesta podría ser negativa en el sentido 
de que, al no ser una institución europea sino un tribunal internacional, se regirá por el Tratado 
que lo ha constituido y, posteriormente, este sistema trilingüe no debe considerarse entonces 
como una profanación del multilingüismo europeo.  
 
Si extrapolamos nuestro razonamiento al continente americano, nos encontraremos con 
la existencia de ciertas organizaciones internacionales que tienen como objetivo no sólo la 
integración latinoamericana, como la Unión Europea en Europa, sino que también tienen un 
sistema lingüístico particular. En el MERCOSUR, según el artículo 17 del Tratado de Asunción, 
el español y el portugués son los idiomas oficiales de la organización. En UNASUR, el artículo 
432 del Tratado de Brasilia establece que el español, el inglés, el portugués y el holandés. Por 
consiguiente, los problemas de interpretación de los instrumentos jurídicos no están exentos de 
problemas de interpretación lingüística, sino que son necesariamente más reducidos y 
controlados que en una organización con varios idiomas oficiales. 
 
  B) La posibilidad de presentar una solicitud en la lengua materna  
El acceso a la información en un idioma hablado por el interesado no estaría completo sin la 
posibilidad de presentar una solicitud en un idioma también hablado por el interesado y recibir 
una respuesta en dicho idioma. La Unión Europea tiene una gran experiencia en esta materia 
(A) pero sería necesario ver cómo el Tribunal Unificado gestiona este aspecto. (B) 
A) Las soluciones lingüísticas de la Unión Europea  
La Unión Europea ha establecido un sistema para dar prioridad al multilingüismo no sólo en 
sus documentos oficiales, sino también como una realidad que puede verse afectada cuando los 
litigantes se dirigen a la Unión en uno de los idiomas oficiales y reciben una respuesta de ésta 
en el idioma utilizado en el momento de la solicitud.  
  
 A pesar de esta voluntad de tender hacia el plurilingüismo, en el que todas las lenguas 
de la Unión Europea actuarán como lenguas oficiales y las traducciones se harán entonces en 
todas las lenguas que componen este mundo lingüístico, existen a veces ciertas disposiciones 
que no pueden plantear un problema al plurilingüismo como tal, ya que tienen por objeto 
proporcionar un entorno confortable y digno a las lenguas para que las instituciones de la Unión 
puedan trabajar en ellas. Tal es el caso del irlandés, en el que se considera que el irlandés es un 
idioma oficial de la Unión, pero en el que "por razones prácticas y como medida transitoria, las 
instituciones de la Unión no están obligadas a redactar o traducir al irlandés todos los actos, 
incluidas las sentencias del Tribunal de Justicia, con excepción de los reglamentos adoptados 
conjuntamente por el Parlamento Europeo y el Consejo" (Reglamento 2264, 2015). 
La Unión Europea tiene un as bajo la manga pues en caso de incoherencia o mala 
interpretación (TFUE, 2008) el Tribunal de Justicia de la Unión Europea se encargará de 
interpretar las versiones lingüísticas de los Tratados, los actos de las instituciones de la Unión 
Europea y las sentencias del propio Tribunal. 
 
Es posible que a veces las extensas sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea puedan dar lugar a problemas de interpretación cuando las versiones lingüísticas de 
las sentencias no encuentren necesariamente un equivalente jurídico en el idioma de destino 
que se ha de traducir, sino una verdadera interpretación que permita a los traductores expresar 
el significado de la sentencia como tal y no sólo transponer las palabras de un idioma a otro. 
De la jurisprudencia se desprende claramente que "cuando una versión contiene una 
'ambigüedad', debe interpretarse 'de manera coherente con las versiones en otros idiomas'"(Caso 
TJUE Kyocera, 2001). Existe una obligación sustantiva de redactar en todos los idiomas. Según 
el artículo 4 del Reglamento (CEE) Nº 1/1958, de 15 de abril de 1958, que establece el régimen 
lingüístico de la Unión Europea, "los reglamentos y demás textos de aplicación general se 
redactarán en las lenguas oficiales". (Reglamento 1, 1958) 
 
Esto significa que todos los documentos públicos de aplicación general se redactan y 
publican en los 24 idiomas oficiales de la Unión Europea sin tener en cuenta el número de 
hablantes nacionales o el número de países cuyos idiomas son más utilizados. Esta declaración 
podría ser fácilmente controvertida debido al número de angloparlantes en Europa "a nivel 
nacional, el inglés es el idioma extranjero más hablado en 19 de los 25 Estados Miembros en 
los que no es un idioma oficial". (Eurobarómetro Especial, 2012) 
La obligación de redactar en todos los idiomas está sujeta al control jurídico del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea. Este control se deriva del artículo 24 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, que establece que "el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea controlará la legalidad de los actos legislativos, de los actos del Consejo, de la 
Comisión y del Banco Central Europeo que no sean recomendaciones o dictámenes y de los 
actos del Parlamento Europeo y del Consejo Europeo destinados a producir efectos jurídicos 
frente a terceros".(TFUE, 2008) También controlará la legalidad de los actos de los órganos, 
oficinas u organismos de la Unión destinados a producir efectos jurídicos frente a terceros (Caso 
TJUE Frecassetti, 1976) y las decisiones del Tribunal de Justicia sobre cuestiones prejudiciales 
(Caso TJUE Bosh, 1978).  
Esta obligación de redacción podría definirse, en palabras del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas como "La legislación comunitaria está redactada en varios idiomas, 
siendo todas las versiones igualmente auténticas. Por consiguiente, la interpretación de una 
disposición del derecho comunitario implica una comparación de las diferentes versiones 
lingüísticas". (Caso TJUE C-283, 1981) Volveremos a este punto en la segunda parte de este 
trabajo de investigación. 
 
En otras palabras, siempre se tratará de encontrar el significado puro del derecho 
europeo como lenguaje sin mirar las posibles variaciones o traducciones que se puedan 
producir.  
B) Las innovaciones lingüísticas del Tribunal Unificado de Patentes 
El Tribunal Unificado, en cambio, tuvo un comienzo muy oscuro en cuanto a sus orígenes 
lingüísticos, ya que el sistema de tres idiomas no complació en absoluto ni al Reino de España 
ni a la República de Italia, que acabaron presentando demandas ante el Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea por motivos de discriminación por razón de idioma. 
 
El Tribunal Unificado mantendrá el sistema lingüístico tripartito, pero también tendrá 
la posibilidad de acceder a sus procedimientos judiciales en otros idiomas, ya que en primera 
instancia, la norma principal será el idioma oficial o uno de los idiomas oficiales del Estado 
miembro contratante que acoge la división local o el idioma o los idiomas oficiales designados 
por los Estados miembros contratantes que comparten una división regional. El idioma de 
procedimiento de la división central será el idioma en el que se concedió la patente (idioma de 
la patente). La lengua de procedimiento ante el Tribunal de Apelación será la lengua de 
procedimiento ante el Tribunal de Primera Instancia (artículos 49 y 50 del Acuerdo Tribunal 
Unificado). 
  
 Sin embargo, hay que esperar a saber lo que el Tribunal Unificado podría ofrecernos 
para mantener el trilingüísmo del que forma parte. En el artículo 49 del Acuerdo del Tribunal 
Unificado establece que el mismo puede hacer arreglos especiales para la traducción e 
interpretación. Por lo tanto, este sistema de interpretación estará sujeto a las mismas normas de 
traducción de la Unión Europea o por el contrario ¿estaría sujeto a las normas de coedición 
como es el caso de Canadá? ¿O tendremos que esperar una mezcla de sistemas entre la 
traducción y la edición multilingüe? Por el momento, sólo se puede esperar que el Tribunal 
Unificado pueda finalmente ser establecida y el paquete de patentes "sea entregado"(Veron, 
2014). Sin embargo, ofrecemos aquí una posible visión de lo que podrían ser las dificultades 
lingüísticas de interpretación dentro del Tribunal Unificado. 
       
Segunda parte: Dificultades lingüísticas de interpretación en el Tribunal Unificado 
 
Dentro del Tribunal Unificado, existen varias posibilidades en cuanto a la elección de idiomas 
en los procedimientos judiciales. No obstante, se plantea un problema en relación con los 
problemas lingüísticos que pueden producirse en esta jurisdicción de patentes y se desprende 
de las soluciones lingüísticas específicas del sistema lingüístico tripartito de esta jurisdicción. 
 Este sistema tripartito, del que el Tribunal Unificado encuentra su corazón lingüístico, 
presenta ligeras variaciones según las divisiones internas del propio tribunal, es decir, el caso 
puede ser llevado ante una división local o regional y esto tendría una influencia directa en el 
idioma de los procedimientos en los que el caso debe tener lugar. Lo mismo se aplica al idioma 
en el que se concedió originalmente la patente. 
 Para tratar estas posiciones del Tribunal Unificado, procederemos a estudiar en el primer 
capítulo la posición lingüística del Tribunal Unificado como posible solución a los problemas 
lingüísticos de las patentes, para luego tratar en el segundo capítulo las soluciones multilingües 




Capítulo I: ¿Es el Tribunal Unificado la solución a los problemas lingüísticos de las 
patentes?  
 
Evocar el Tribunal Unificado trae automáticamente a la mente los desafíos que tuvieron lugar 
durante su creación. Uno de los desafíos que crearon las posiciones más divergentes en materia 
jurídica fue la concepción lingüística de este Tribunal. Se hace necesario establecer las 
condiciones lingüísticas en las que se encontrará este nuevo tribunal, así como las diferencias 
derivadas de su condición de tribunal extraeuropeo, en el que las normas lingüísticas que rigen 
las instituciones europeas no tendrían un equivalente jurídico como tal. Para poder desarrollar 
esta concepción jurídica, estudiaremos en un primer apartado los retos lingüísticos del Tribunal 
Unificado para saber si existe un cierto equilibrio de poder entre las lenguas pívots que allí se 
utilizan y, en un segundo apartado, veremos la porosidad en cuanto a la entrada en vigor del 
Tribunal Unificado desde el punto de vista lingüístico adoptada por España e Italia así como la 
posición jurídica adoptada por Alemania e Inglaterra. 
 
Sección I: Cuestiones de lengua al seno del Tribunal Unificado 
Esta es una desventaja lingüística fuera de la Unión Europea. Si extrapolamos nuestro 
razonamiento fuera de la Unión Europea, más precisamente, al Tribunal Unificado, que es un 
tribunal no europeo creado en virtud del derecho europeo pero cuyos efectos se producen fuera 
de la Unión Europea de conformidad con el Acuerdo sobre el Tribunal Unificado para "la 
solución de controversias relativas a las patentes europeas y los derechos de propiedad 
intelectual"(Acuerdo Tribunal Unificado, 2003). Este Tribunal tiene un régimen lingüístico 
tripartito en el que el inglés, el francés y el alemán son los únicos idiomas oficiales del Tribunal. 
Además, este Tribunal exige que Alemania, el Reino Unido y Francia ratifiquen su Tratado, lo 
que permite que el Tribunal se constituya legalmente y empiece a trabajar. Sin embargo, a la 
luz de los acontecimientos recientes, el Brexit ha tenido el efecto de que el Reino Unido ha 
anunciado la no aplicación del Acuerdo Unificado de Patentes. Esta demostración de falta de 
voluntad para continuar el progreso del Tribunal Unificado no sólo genera un retroceso en 
cuanto a la entrada en vigor de este, sino también en el posible futuro un profundo cambio en 
el sistema lingüístico tripartito de la Corte. 
Para tratar este punto crucial, estudiaremos primero la elección de los idiomas (A) y 
luego nos ocuparemos de la posición de los estados que no se ajustan a esta elección de idiomas 
(B). 
 
A) La elección de los idiomas: una relación fundamental de los puntos fuertes de los 
idiomas  
La capacidad multilingüe de la Unión Europea existe por una razón de peso que se 
deriva de los Tratados de la UE. Sin embargo, esta facilidad para comunicarse en tan diversos 
idiomas representa un costo para la institución. Según el profesor M Gilbert LAUTISSIER, el 
coste de la traducción en la Unión Europea es algo bastante singular, una verdadera 
organización sui generis. En sus palabras: "Genera costes considerables y requiere la traducción 
de un gran número de textos y el uso de servicios de traducción que están entre los más extensos 
del mundo"(Lautissier, 2011).  
Esta administración multilingüe debería ser, como su título indica, un medio para que 
todos se sientan libres de comunicarse en uno de los 24 idiomas oficiales de la Unión Europea, 
pero, para que sea la forma normal de actuar multilingüe en cualquier institución europea, hay 
que tener en cuenta que esta obligación de ser multilingüe responde a la obligación de redactar 
en todos los idiomas. 
B) La inconformidad por parte de España e Italia en lo que concierne a los idiomas 
oficiales del Tribunal 
La cuestión de los idiomas oficiales del Tribunal Unificado ha suscitado muchas discrepancias 
a nivel jurídico por parte de dos estados miembros de la Unión. El sistema de tres idiomas 
permitirá al Tribunal de tomar medidas legales cuando se le ha presentado una solicitud, 
independientemente del idioma elegido por el solicitante.  
 
 Es en este sistema lingüístico tripartito donde los idiomas pivotes podrían recuperar su 
lugar como idiomas de procedimiento. Algunos profesores de derecho españoles e italianos, 
como los Sres. Ángel García VIDAL y Massimo SCUFFI, respectivamente, han declarado en 
sus publicaciones jurídicas que la utilización de este sistema lingüístico tripartito sigue siendo 
una verdadera discriminación por motivos de nacionalidad y que su objetivo es totalmente ajeno 
a la realización de la integración europea. 
  
 Según la opinión del profesor español VIDAL, habría una clara discriminación en razón 
de la lengua, lo cual implica una clara violación a los principios lingüísticos europeos pues:  
Versión original en español:  
 "'los demandantes alegaron que el verdadero objetivo de la decisión impugnada no era 
lograr la integración, sino excluir a España e Italia de las negociaciones sobre la cuestión 
lingüística y privar a esos Estados de la prerrogativa, otorgada por el artículo 118 2) del TFUE, 
de oponerse a ese régimen lingüístico" (Vidal, 2014) 
 
 Según el profesor italiano SCUFFI, esto sería un abandono del deseo de dar prioridad a 
los otros idiomas de los Estados Miembros en el sentido de que: 
Versión original en italiano:  
 "La questionelinguistica - infatti - è stata fin dall'inizio - per le sue 
implicazionidiscriminatorie - un punto di arresto per l'Italia e la Spagna, a favoredellasoluzione 
monolingue del solo inglese (acui Francia e Germania si oppongono) e già da tempo si sono 
astenute con coerenza dal ratificare il "Protocollo di Londra", 
cheprevedechegliStatiaderentirinuncino alla traduzionenella propria lingua (o si limitinoalle 
sole rivendicazionidelbrevettoeuropeoconcessodall'UEB, che non necessita di 
ulterioreconvalida per entrare in vigore nelsingolopaese)."(Scuffi, 2017) 
 
Versión traducida al español: 
  La cuestión de los idiomas -en efecto- ha constituido desde el principio -por sus 
implicaciones discriminatorias- un momento de moderación hacia Italia y España, a favor de la 
solución monolingüe del uso constante del inglés (a la que se oponen Francia y Alemania) y 
absteniéndose ya sistemáticamente de ratificar el "Protocolo de Londres", que establece que los 
Estados adherentes renuncian a la traducción a su propio idioma (o se limitan únicamente a las 
reivindicaciones de la patente europea concedida por la OEP, que no necesita una validación 
ulterior para surtir efecto en el país concreto. 
 Por su parte, Portugal, al emitir su opinión consultiva (Assambleia da República, 2016)  
a la Asamblea de la República en 2011, manifestó no sólo su descontento con la utilización del 
mecanismo de cooperación reforzada para la creación del Tribunal Unificado, alegando que 
este mecanismo era una "trampa" que le permitía no cumplir las formalidades exigidas por el 
derecho europeo, sino también con el régimen lingüístico en la medida en que infringe un 
acuerdo común sobre la patente europea: 
 Versión original en portugués 
 "O regime linguístico é uma questão absolutamente incontornável para atingir um 
regime da Patente da EU justo e efetivo que respeite primeiro a diversidade cultural e linguística 
da União Europeia; segundo, proporcione apropriada segurança jurídica para proteger a 
inovação na Europa, terceiro, contribua para desenvolver e aprofundar o mercado interno, 
quarto; respeite o princípio da coesão territorial estipulado no tratado". 
 Versión traducida al español:  
 "El régimen lingüístico es una cuestión absolutamente ineludible para lograr un régimen 
de patentes europeo justo y eficaz que, en primer lugar, respete la diversidad cultural y 
lingüística de la Unión Europea; en segundo lugar, proporcione una seguridad jurídica adecuada 
para proteger la innovación en Europa; en tercer lugar, contribuya al desarrollo y la 
profundización del mercado interior; en cuarto lugar, respete el principio de cohesión territorial 
tal como se estipula en el Tratado". 
Estas inconformidades de España, Italia y Portugal con respecto al régimen lingüístico 
fueron el comienzo de un problema más largo para el Tribunal Unificado toda vez que su 
entrada en vigor (Sección II) presentaba, además de los inconvenientes mencionados, otros 
inconvenientes de los Estados "obligados a ratificar".  Es decir, la ratificación obligatoria de 
Inglaterra, Alemania y Francia. 
 
Sección II: Dificultades relacionadas con la entrada en vigor del Tribunal Unificado 
El Tribunal Unificado debía entrar en vigor en 2017 con la firma de los 13 estados miembros 
del tratado y las firmas obligatorias de los tres estados con más patentes registradas en la OEP, 
a saber, Inglaterra, Francia y Alemania. No obstante, tras el Brexit y la notificación de Inglaterra 
de que ya no desea continuar con el tratado constitutivo del Tribunal Unificado, tras la 
revocación de la jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional alemán, la entrada en 
vigor del Tribunal Unificado entonces sujeta a la continuación del uso del idioma inglés (A), 
así como a las futuras relaciones que surjan del Brexit entre el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea y el Tribunal Unificado(B) debido a la posibilidad de tener a Inglaterra como Estado 
miembro. 
A) La continuidad del uso del inglés como lengua pívot  
El idioma inglés ocupa, a escala internacional, dentro de la Unión Europea y en el Tribunal 
Unificado, un lugar marcado no sólo por su uso como idioma pivote, es decir, como uno de los 
tres idiomas comunes con el francés y el alemán con los que se pueden hacer combinaciones en 
la traducción, sino también como uno de los idiomas más utilizados en las instituciones 
europeas, de modo que ya no se puede hablar de él como un idioma pivote sino como una lengua 
franca en el sentido de que sigue siendo un instrumento que permite a las instituciones europeas 
mantenerse en contacto en un idioma común a todas las instituciones. En otras palabras, a la 
luz de los acontecimientos anteriores, ¿es la lengua inglesa digna de su nombre de Lengua 
Franca? ¿El inglés ha adquirido derechos esenciales que le dan el estatus de lengua franca? 
El uso del idioma inglés en las traducciones se toma a menudo como una obligación. 
Cuando se habla de traducciones jurídicas, hay que tener en cuenta el hecho de que en lugar de 
"la traducción directa entre dos idiomas, donde sólo se dispone de recursos bilingües limitados, 
el enfoque de la traducción pivotante utiliza un tercer idioma que facilita el uso de mayores 
cantidades de datos bilingües para la capacitación" (Paul & Finch, 2013). En este caso, el inglés 
es, en general y de manera consistente, el idioma de mayor facilidad de uso y riqueza de 
conocimientos.  
 
Sin embargo, como dijo el profesor LAMBERTERIE: "En primer lugar, las dificultades 
de la traducción, aunque no sean específicas del ámbito del derecho, se derivan en gran medida 
de la materia que debe traducirse y del contexto cultural en el que se realiza la traducción" (De 
Lamberterie, 2011). 
 La consideración del inglés como solución de traducción debe entenderse en sentido 
amplio, no sólo con fines de traducción sino también como idioma de procedimiento e idiomas 
de trabajo. Esta idea, que considera el inglés como una "solución lingüística", podría encontrar 
su fundamento en las palabras de la Fundación Coudenhove-Halergi la cual ha declarado que 
“por consiguiente, los órganos de la Unión Europea  quedan conminados a tomar una decisión 
en común en favor de la lengua inglesa como única lengua de trabajo oficial de la Unión 
Europea” (Coudenhove-Kalergi, 2005). 
Esto significaría que la Unión Europea debe mantener como lengua de procedimiento al seno 
de su organización a la lengua de Shakespeare sin que esto conlleve de por sí a abandonar el 
multilingüismo. 
Esto podría significar entonces una afectación negativa de los ahorros presupuestarios 
y proporcionar fondos para la promoción del multilingüismo europeo a nivel regional. La 
reducción de los gastos de traducción al dejar un solo idioma de procedimiento, que sería al 
mismo tiempo un idioma de trabajo, debería reducir los costos y permitir que la Unión Europea 
invirtiera esos recursos en proyectos de multilingüismo en Europa. El Brexit podría tener un 
impacto en esto, debido a la pérdida de importancia del inglés en respuesta a la salida del Reino 
Unido. Sería pertinente examinar los posibles efectos de Brexit en este Tribunal Unificado, ya 
que el Reino Unido ha notificado su voluntad de retirarse de este tratado internacional, pero 
examinaremos los efectos lingüísticos de Brexit en la segunda parte de esta tesis. 
                La pérdida de importancia debería significar una pérdida de relevancia, un luto por la 
consideración que los europeos tienen por el inglés. No obstante, es innegable que el inglés 
seguirá siendo el "idioma de comunicación" entre los hablantes no nativos, pero esta pérdida 
de importancia podría significar también que los europeos podrían empezar a utilizar otros 
idiomas como idioma de comunicación.  
 
A los ojos del ex presidente de la Comisión Europea, el Sr. JUNKER, este considera 
que "lenta pero seguramente, el inglés está perdiendo su importancia en Europa". Esta 
declaración, aunque no representa la concepción inmediata de la Unión Europea, refleja el 
pensamiento de uno de los más importantes representantes de la misma Unión Europea. 
 
 Si observamos los efectos de Brexit no sólo dentro de la Unión Europea, sino también 
en Europa, podemos encontrar algunas opiniones que coinciden con la opinión del Sr. Junker. 
Tomemos el caso de la profesora rusa, la Sra. MIRETINA, quien ha afirmado, en lo que respecta 
al Brexit, es evidente que se trata de una pérdida de importancia para el inglés en Europa. 
 Versión original en ruso:  
"В результатеэтогоявления, котороеполучилоназвание Брексит, появилосьопасение, 
чтоанглийскийязыкмедленно, нопостепенно, потеряетсвоюзначимость в странах 
Евросоюза". (миретина, 2008)  
Versión traducida al español: 
"Este fenómeno, conocido como Brexit, ha suscitado el temor de que el idioma inglés 
esté perdiendo lenta pero constantemente su importancia en los países de la Unión Europea". 
 Esta pérdida de relevancia del idioma inglés puede ser una mera superstición, pero, dado 
que la Unión Europea siempre ha representado el interés del ciudadano europeo y de la propia 
Unión Europea, podría ser interesante evaluar si el uso de un idioma que ya no es oficial como 
"idioma de trabajo" sigue siendo una opción disponible en Europa o, por el contrario, se 
convierte en un debate lingüístico entre los Estados miembros de la Unión Europea. 
 
B) Inglaterra y Alemania, dos estados, dos problemas diferentes. 
El tratado que establece el Tribunal Unificado exigía como requisito previo no sólo la 
ratificación de trece Estados miembros sino también de los tres que habían presentado más 
patentes en años anteriores. Estos tres estados eran Alemania, Francia e Inglaterra 
respectivamente. Ahora bien, tras el anuncio de Inglaterra de que ya no deseaba continuar con 
el proceso de ratificación del Tribunal Unificado de Patentes, las obligaciones que debían nacer 
de parte de Inglaterra así como el requisito exigido por el tratado constitutivo no podían, a 
priori, cumplirse.  
 Varios escenarios podrían ocurrir debido a la no continuidad de Inglaterra con el 
Tribunal Unificado. En primer lugar, el Reino Unido había decidido ratificar el Acuerdo del 
Tribunal Unificado el 23 de abril de 2018, pero este Estado decidió notificar al Comité 
Preparatorio del Tribunal el 20 de julio de 2020 su deseo de no continuar con el procedimiento 
de ratificación y posteriormente dejar de formar parte del Acuerdo. Por lo anterior, no habría 
jueces británicos al seno del Tribunal Unificado; en palabras del profesor VERON, "ni una 
división local en el Reino Unido La sección de Londres de la División Central debería ser 
trasladada (una decisión del Comité Administrativo debería ser suficiente (Art. 87 (2) El Comité 
Administrativo podrá modificar el presente Acuerdo para ajustarlo a un tratado internacional 
relativo a las patentes o al derecho de la Unión). (Veron, 2016) 
 
 No obstante, ¿sería posible enmendar el acuerdo de manera que ya no fuera necesaria la 
firma del Reino Unido? El Art. 89 relativo a la entrada en vigor del acuerdo, establece que 
cuando 13 Estados contratantes "incluidos los tres Estados miembros en los que haya tenido 
efecto el mayor número de patentes europeas durante el año anterior al de la firma del presente 
Arreglo (2012). El presente artículo no puede ser enmendado por el Comité Administrativo 
porque este Comité sólo existirá después de la entrada en vigor del Arreglo" (Veron, 2017). En 
otras palabras, una enmienda sólo sería posible si el Acuerdo entra en vigor para que el Comité 
pueda actuar, pero si el Acuerdo no entra en vigor no habrá ningún Comité que pueda modificar 
un imposible jurídico. 
 Ahora bien, del lado germano del Acuerdo, la parte alemana del Tribunal Unificado 
encontró otra piedra en el camino desde que el Bundesverfassungsgericht (Tribunal 
Constitucional Alemán) declaró en su sentencia del 20 de marzo de 2020 la nulidad de la 
ratificación de Alemania del Tribunal Unificado por considerar que esta ratificación infringía 
la soberanía de Alemania, en el sentido de que, según el propio Bundesverfassungsgericht : 
 
Versión original en alemán: 
"Die NotwendigkeiteinerverfassungsänderndenMehrheitwirddamitfaktischzur Regel 
nichtnurbeiHoheitsrechtsübertragungenauf Organe, EinrichtungenodersonstigeStellen der 
Europäischen Union, sondernauchaufallevölkervertraglichbegründetenEinrichtungen, die in 
einemErgänzungs- odersonstigenbesonderenNäheverhältniszuihrstehen.” (Caso BvR 739/17, 
2020) 
Versión traducida al español: 
"La necesidad de una mayoría para enmendar la Constitución se convierte en la norma 
no sólo en el caso de transferencias de soberanía a órganos, instituciones u otros organismos de 
la Unión Europea, sino también a todas las instituciones internacionales basadas en tratados que 
tengan una relación complementaria o de otro tipo con ella". 
Aunque la cuestión de fondo tratada por el Bundesverfassungsgericht sigue siendo una 
cuestión jurídica puramente interna de Alemania y no una incompatibilidad directa con el 
Tribunal Unificado, habría que decir que sólo puede tratarse de una incompatibilidad temporal 
en lugar de una incompatibilidad jurídica con el orden jurídico interno alemán y el Tribunal 
Unificado. 
 
En resumen, ciertos estados miembros, aunque inconformes, han finalmente cedido a 
las pretensiones de creación del Tribunal Unificado, empero, la salida de Inglaterra representa 
no solo un problema frente a la entrada en vigor del Tribunal sino también un grave problema 
lingüístico toda vez que la lengua inglesa era una de las tres lenguas de trabajo del Tribunal. En 
este orden de ideas, vale la pena preguntarnos ¿cuál sería el futuro de las relaciones lingüísticas 
del Tribunal con la lengua inglesa? 
 
SECCIÓN II: El idioma inglés y el futuro de las relaciones lingüísticas  
Hemos de hacer un paréntesis en este momento y enfocarnos en el futuro del inglés al seno del 
Tribunal Unificado. Por un lado, su carácter de lengua oficial al seno del Tribunal (A) y por 
otro lado las posibles relaciones lingüísticas que existirán al seno del Tribunal de la Corte de 
Justicia y del Tribunal Unificado(B) 
 
A) ¿Seguirá siendo el inglés la lengua franca con la salida de Inglaterra?  
 
El inglés es ante todo un idioma de procedimiento en la Unión Europea, un idioma de 
procedimiento y un idioma de trabajo en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, un idioma 
de trabajo en las Naciones Unidas y un idioma de trabajo en el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea. Sin embargo, cualquier asignación real de Brexit, lingüísticamente hablando, será sólo 
dentro de la Unión Europea, ya que este idioma ya no se utilizará para ninguna instrucción de 
procedimiento.  
 Este debería ser el modo correcto y adecuado de actuar en la Unión Europea, pero si 
seguimos por este camino, el posible dilema sería no sólo que el francés o el alemán pudieran 
recuperar su posición como "lengua franca", sino también que el inglés se mantuviera como 
idioma de traducción jurídica por defecto en las instituciones europeas, donde es más fácil 
traducir de un idioma europeo a un idioma de procedimiento que de un idioma europeo a otro.  
Entre los defensores de la permanencia del inglés en la Unión Europea están los 
profesores GIOLLA y BONOTTI, que apoyan la idea de que, a pesar de la llegada de Brexit, 
el inglés debe seguir siendo la Lengua Franca europea. Según ellos, "podría argumentarse que 
si el Reino Unido llegara a abandonar la UE, sería legítimo que el inglés siguiera siendo uno de 
los idiomas oficiales de la UE y que, de hecho, “habría argumentos morales aún más fuertes (en 
lugar de más débiles) que los que existen actualmente para atribuirle el papel de única o 
principal lengua franca de la UE y, por lo tanto, para reconocerlo y promoverlo como tal en 
toda la UE” (Giolla & Bonotti, 2018) "En esta etapa, este podría ser el razonamiento más 
racional disponible, pero no el mejor desde el punto de vista legal.  
 
Por un lado, parece racional decir que eliminar el inglés de la lista de lenguas europeas 
crearía un problema mayor que el que ha hecho Brexit. Tal vez la Unión Europea y el Tribunal 
Unificado deberían mantener este idioma por todos los medios y mantenerlo como uno de sus 
idiomas de procedimiento, es decir, aceptar la propuesta de la Fundación Coudenhove-Kalergi 
y dejar el inglés como único idioma de procedimiento.  
 
Desde otro punto de vista, sería inapropiado que la Unión Europea hiciera caso omiso 
de los Tratados europeos. Los Tratados europeos han establecido no sólo la lista de idiomas 
oficiales, sino también la forma jurídica de crear o cambiar un idioma oficial dentro de la Unión 
Europea. En este sentido, el Consejo Europeo podría decidir por unanimidad cómo proceder 
con el inglés.  Esta declaración de la Unión Europea podría indicar que, desde el punto de vista 
jurídico, sólo el Consejo de la Unión Europea tiene competencia para declarar qué idioma, tras 
el voto unánime, seguirá siendo oficial o no en la Unión Europea. 
Además, también es cierto que el inglés es un idioma de procedimiento de la Unión 
Europea, y que muchas instituciones europeas trabajan utilizando este idioma. Todos estos 
fundamentos jurídicos tienen por objeto indicar que el inglés no sólo es un idioma oficial debido 
a su conexión con el Reglamento Nº 1 (que indica los idiomas oficiales de la Unión Europea) y 
que la única institución facultada y cuyos argumentos siguen siendo vinculantes en cuanto a si 
"un idioma" es un "idioma oficial" es el Consejo, que actúa por unanimidad. En segundo lugar, 
el Tratado de Adhesión de 1972 y el acuerdo de retirada entre la Unión Europea y el Reino 
Unido tienen por objeto orientar la salida legal de Inglaterra de la Unión Europea, pero el idioma 
inglés no es un punto de discusión en estos tratados.  
Desde el Tratado de Adhesión de Dinamarca, Irlanda y el Reino Unido de 1972, los 
Tratados fundacionales de la Unión Europea adquirieron nuevos idiomas y Estados miembros, 
cada uno de los cuales tenía derecho a indicar el idioma que deseaba declarar idioma oficial de 
la Unión Europea. Posteriormente, el inglés, el irlandés y el danés obtuvieron un lugar en el 
podio como idioma oficial de la Unión Europea. En otras palabras, estos tres idiomas forman 
ahora parte del grupo de idiomas oficiales seleccionados en el marco de esta institución 
internacional. 
En este sentido, ¿sería Brexit el punto de inflexión en el Tratado de Adhesión de 1972? 
¿La salida del Reino Unido de la Unión Europea no representaría más que una separación 
jurídica, en la que ese país dejaría de ser considerado un Estado miembro? ¿O significaría 
también que, con su partida, el idioma inglés también tendría que desaparecer? Esta solución 
debe parecer la más apropiada si consideramos que si es este país es quién ha declarado el inglés 
como idioma oficial, sería lógico decir que, con su partida, el idioma inglés ya no sería un 
idioma oficial, pero en la ley, las cosas no funcionan así. En primer lugar, la existencia del 
Tratado de Adhesión de 1972 muestra no sólo la voluntad de algunos de convertirse en 
miembros de la Unión Europea, sino también un tratado jurídico internacional que se rige por 
la Convención del Tratado de Viena y por el principio jurídico latino Pacta Sunt Servanda, que 
significa "Todo tratado en vigor es vinculante para las partes y debe ser cumplido por ellas de 
buena fe" (Convención de Viena, 1969). 
 
Este principio de derecho determina que el tratado debe ser complementado, 
supervisado y aplicado por cada parte contratante. Entonces, ¿significa esto que, si “los ingleses 
de han ido", significará que el "idioma inglés también ha desaparecido"? Estamos hablando de 
dos cosas diferentes, siendo una la salida de un país y la otra la salida de un idioma. El Brexit 
está sujeto a un ámbito de reglamentación específico en el que el Reino Unido y la Unión 
Europea tienen que llegar a un acuerdo (acuerdo de retirada entre la Unión Europea y el Reino 
Unido, 2019) para lograr un resultado pacífico y legal. Sin embargo, la parte del lenguaje de 
este divorcio se rige por el Consejo de la Comunidad Económica Europea: Reglamento Nº 1 
que determina las lenguas que debe utilizar la Comunidad Económica de la Unión Europea" y 
sus enmiendas de 2013 (Consejo de Europa ,2013) el artículo 217 del Tratado constitutivo de 
la Comunidad Económica Europea que determina que "el artículo 217. El régimen lingüístico 
de las instituciones de la Comunidad, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en el 
Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Justicia, será determinado por el Consejo, por 
unanimidad".  
Todos estos fundamentos jurídicos tienen por objeto indicar que el inglés no sólo es un 
idioma oficial en virtud de su relación con el Reglamento Nº 1 (que indica los idiomas oficiales 
de la Unión Europea) y que la única institución facultada y cuyos argumentos siguen siendo 
vinculantes en cuanto a si "un idioma" es un "idioma oficial" es el Consejo, que actúa por 
unanimidad. En segundo lugar, el Tratado de Adhesión de 1972 y el acuerdo de retirada entre 
la Unión Europea y el Reino Unido tienen por objeto orientar la salida legal de Inglaterra de la 
Unión Europea, pero el idioma inglés no es un punto de discusión en estos tratados.  
 
En conclusión, si aplicamos los tratados europeos tal y como están escritos, la retirada 
del idioma inglés puede causar una Summa ius summa injuria. En otras palabras, la aplicación 
estricta de la ley puede convertirse en una enorme injusticia en la que el costo de eliminar el 
inglés de la Unión Europea y del Tribunal Unificado podría ser peor que el hecho de guardarlo 
como un idioma propio a dichas instituciones. 
 
B) Las relaciones entre el Tribunal Unificado y la Corte de Justicia de la Unión 
Europea 
Es cierto que, dentro de la composición del Tribunal Unificado, el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea es un órgano consultivo al cual el Tribunal Unificado podrá presentar las 
posibles cuestiones preliminares que pueda tener sobre el derecho europeo. Sin embargo, ¿nos 
enfrentamos a dos cuerpos con un solo propósito (A) o posiblemente nos enfrentamos a dos 
tribunales que presentan una forma de bi-juridismo? (B) 
 
 
A) ¿Dos Tribunales, un propósito común?  
Las relaciones que existirán entre el Tribunal Unificado y el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea se ocuparán de no sólo sobre las cuestiones de derecho de patentes que rigen el acuerdo 
del Tribunal Unificado, sino también sobre el mantenimiento del derecho de la Unión Europea, 
sin embargo, esta construcción ha sufrido varios reveses o idas y venidas del Tribunal de 
Justicia.  
 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea declaró en su opinión consultiva 1/09  
(TJUE, 2011) que "el proyecto de acuerdo para crear un Tribunal de Patentes Europeas y 
Comunitarias no es compatible con la legislación de la Unión Europea" en dos aspectos 
principales. Por una parte, el Tribunal se refiere al hecho de la responsabilidad de los Estados 
por la violación del derecho europeo, ya que "una decisión del Tribunal de la Patente Europea 
y Comunitaria, que violaría el derecho de la Unión, no podría ser objeto de un procedimiento 
de infracción ni dar lugar a responsabilidad financiera alguna por parte de uno o más Estados 
miembros" (Comunicado de Prensa, TJUE, 2011). Por otra parte, el Tribunal establece la 
desventaja que se plantea en relación con la remisión de una decisión prejudicial, ya que "la 
creación de ese tribunal privaría a los tribunales nacionales de la opción o incluso, en su caso, 
de la obligación de remitir las cuestiones al Tribunal para que se pronuncie con carácter 
prejudicial"(Comunicado de Prensa, TJUE, 2011). 
A lo largo de los años se ha establecido el Tribunal Unificado, en la que, a raíz de los 
mandatos del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en particular en su Dictamen 1/09, se 
ha establecido el Acuerdo sobre el Tribunal Unificado en el Espacio Europeo de Justicia, que 
consagra en su artículo 21(Acuerdo del Tribunal Unificado, 2013) posibilidad de que el 
Tribunal Unificado se pronuncie con carácter prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea y se someta a las decisiones del Tribunal de Justicia. 
 Sin embargo, el Dictamen 1/09 del Tribunal de Justicia sobre el Tribunal Unificado no 
respondió a la pregunta de si los Estados que no son miembros de la Unión Europea pueden 
efectivamente plantear cuestiones prejudiciales al Tribunal Unificado. Dado que no daba una 
respuesta "clara y precisa" a esta cuestión, se podía afirmar, representando las palabras del 
profesor VERON, que "la opinión no excluye la participación de los Estados que no son 
miembros de la Unión Europea la cual es una jurisdicción común a varios Estados miembros, 
situados, en consecuencia, en el sistema jurisdiccional de la Unión" puede ser también una 
jurisdicción común a los Estados no miembros sin contravenir el derecho de la Unión, “siempre 
que el Acuerdo del Tribunal Unificado disponga que los Estados miembros contratantes serán 
responsables solidariamente de los daños resultantes de una violación del derecho de la Unión 
por el Tribunal de Apelación”. En este orden de ideas, tenemos dos sistemas jurídicos y 
lingüísticos que se oponen pero que a su vez se entrelazan ¿entonces tenemos una forma de 
bijuridismo también? (Veron 2016)  
 
 
B) ¿Un bijuridismo lingüístico?  
Cuando los casos lleguen ante el Tribunal Unificado, el equipo de traducción de esta institución 
entrará en juego para asegurar las diferentes versiones de los fallos dictados. Sin embargo, se 
plantea la cuestión de cómo procederá este equipo en lo que respecta a la elaboración de los 
fallos en otros idiomas. ¿Utilizarán el método de co-redacción (como lo hace Canadá), en el 
que los jueces tendrán que producir los fallos en todos los diferentes idiomas al mismo tiempo, 
con la asistencia de juristas lingüistas? ¿Elegirán en cambio el método de la Unión Europea en 
el que las sentencias deberán ser traducidas a los idiomas oficiales, es decir, a los idiomas 
centrales del Tribunal Unificado deben tener en cuenta el idioma original utilizado en los 
procedimientos? ¿O utilizarán un tercer método propio al Tribunal Unificado diferente a los 
dos mencionados anteriormente? A pesar de las diferentes posibilidades, nos atrevemos a decir 
que la Jurisdicción Unificada actuará de la misma manera que la institución que la concibió. El 
sistema de traducción permitirá, por supuesto, que se pueda acceder a diferentes versiones de 
las sentencias dictadas en esta Institución en los idiomas fundamentales que allí prevalecen 
pero, posteriormente, cabe preguntarse si la OEP con su software de Traducción Pattent 
Translation podría poner a disposición del Tribunal Unificado dicho software pues aunque se 
trate de instituciones de distinta naturaleza, tampoco es desdeñable que estas dos instituciones 
tengan en cuenta el concepto de patente ya que la primera lo entrega mientras que la segunda 
se ocupa de su validez en caso de litigio entre los solicitantes.  
 Sería bueno que, para aclarar mejor los problemas lingüísticos que puedan surgir en el 




Capítulo II: Soluciones multilingües del Tribunal Unificado 
 
Podemos empezar este capítulo preguntándonos si el sistema tripartito es ¿una amenaza al 
multilingüismo? A raíz de la investigación de Juliane HOUSE, ella manifiesta su inconformidad 
"contra la suposición generalizada de que el idioma inglés, como lengua franca, representa una 
grave amenaza para los idiomas nacionales y el multilingüismo". (House, 2003) 
 
Otros pensadores pueden argumentar que "esta plurimodalidad dinámica también es 
pertinente para la forma en que conceptualizamos el inglés como segunda lengua en la Europa 
continental, porque eso es exactamente lo que ha llegado a ser el inglés, una segunda lengua 
utilizada libremente por los ciudadanos de la UE, dentro de la UE, en contextos en los que los 
interlocutores no comparten una L1 común" (Modiano, 2017).  
 
En nuestra humilde concepción, decir que el inglés como lengua franca es 
automáticamente una amenaza para el multilingüismo no debería considerarse una afirmación 
universal, especialmente en un caso globalizado como el de Europa, donde "el idioma de Europa 
es la traducción" (Eco, 1993  
 
Podemos considerar el inglés como una lingua franca cuando vemos "el uso del inglés 
entre hablantes de diferentes lenguas maternas para los que el inglés es el medio de 
comunicación preferido y a menudo la única opción" (Seidhofer, 2011) lo que debería significar 
que, en un continente multilingüe como Europa, el inglés actúa como un medio de 
comunicación, como una herramienta que permite a los diferentes hablantes comunicarse entre 
sí y comprender el discurso del otro en un idioma que es común a ambos. 
 
Sin embargo, también es cierto que el inglés como lengua franca podría afectar al 
multilingüismo europeo si, después de Brexit, no debería ser considerado un idioma oficial de 
la Unión Europea porque, hasta entonces, no habría ningún otro Estado miembro que hubiera 
declarado el inglés como idioma oficial.  
 
Tal declaración no es ni fácil de emitir ni fácil de aceptar. El idioma inglés se ha 
convertido en algo más que un idioma de procedimiento; se ha convertido en una lengua franca 
europea en un sentido que permite a los europeos comunicarse entre sí. Decirle adiós a este 
lenguaje sigue siendo mucho más complicado de lo que parece. ¿Cuál debería ser el próximo 
idioma de las actuaciones? ¿Gobernarían Francia y Alemania? ¿Qué pasaría con las demás 
instituciones europeas? ¿Debe el Consejo de la Unión Europea votar unánimemente para 
mantener un idioma que no ha sido declarado idioma oficial por otros Estados miembros aparte 
de Inglaterra, dado el simple hecho de que casi 19 Estados miembros europeos reconocen el 
inglés como segunda lengua?  
 
Esta última cuestión debe entenderse en el sentido de que, a pesar de la voluntad de 
Malta e Irlanda de haber declarado el inglés como idioma oficial en su territorio, esta 
declaración sólo puede tener efectos internos ya que, a nivel europeo, han declarado el maltés 
y el irlandés. Por lo tanto, el único Estado que se ha declarado inglés fue Inglaterra. En este 
sentido, aunque el idioma inglés sigue siendo oficial en la comunidad maltesa y en los Estados 
irlandeses, a los ojos de la Unión Europea, los idiomas declarados por estos Estados eran el 
maltés y el irlandés. 
 
Por una parte, también es cierto que estos Estados han aceptado ampliamente el uso del 
inglés como idioma de comunicación entre ellos y los órganos de la Unión Europea, pero esto 
no ha sido una aceptación desde el principio del inglés como idioma oficial declarado por los 
Estados maltés e irlandés, ya que sus idiomas oficiales declarados dentro de la Unión han sido 
diferentes. Por otra parte, si se considera que, con la salida del inglés, ya no habría posibilidad 
de utilizar el inglés dentro de la Unión durante mucho tiempo, porque, al no haberlo declarado 
el Estado como idioma oficial, el idioma inglés ya no tendría cabida dentro de la UE. Si 
seguimos este razonamiento, se produciría por tanto un ligero efecto sobre las cuatro libertades 
de circulación en la Unión Europea, porque ya no se exigiría el uso del inglés en las instituciones 
europeas, es decir, los malteses e irlandeses podrían por tanto utilizar el inglés en su propio país 
o comunicarse con otros ciudadanos europeos, pero ya no tendrían derecho a dirigirse a las 
instituciones europeas en inglés. 
 
 
Sección I: Juristraductología presente en el Tribunal Unificado  
 La juriductología es, sobre todo, un neologismo que designa la "nueva disciplina que trata de 
determinar las normas metodológicas aplicables a la traducción jurídica"(El Chazli, 2013). Esta 
disciplina debería aplicarse a el Tribunal Unificado en lo que se refiere a lo que pretende hacer 
con el nuevo software de traducción de patentes (A), así como a los posibles inconvenientes 
terminológicos derivados de la traducción (B). 
 
 
A) El software de traducción Patent Translation.  
En el marco de la OEP, se ha desarrollado un programa informático denominado Pattern 
Translation para mostrar las traducciones no sólo en los tres idiomas oficiales de la OEP 
(alemán, francés e inglés), sino también la posibilidad de acceder a las traducciones generadas 
por ordenador en otros idiomas como los de los Estados miembros que se han adherido a la 
institución, en palabras de la OEP:  
“El software de traducción de patentes es el Servicio de traducción automática de 
resúmenes, reivindicaciones y descripciones. La traducción es posible entre el inglés, el 
francés y el alemán por un lado y los otros 27 idiomas oficiales de los 38 estados 
miembros de la OEP por el otro. También se proporcionan traducciones del chino, el 
coreano, el japonés y el ruso al inglés y viceversa. 
Patent Translate es un servicio de traducción automática que ha sido "entrenado" 
para manejar el vocabulario y la gramática específicos de las patentes. Utiliza un 
enfoque estadístico, comparando frase por frase el documento de origen con millones 
de documentos de patente ya traducidos por traductores humanos. 
Las traducciones proporcionadas por PatentTranslate no son legalmente 
vinculantes. Tienen por objeto dar una idea del contenido de una patente o de un 
documento relacionado con una patente y ayudar a determinar si es pertinente.” (OEP, 
2020) 
Por consiguiente, este software tiene dos particularidades, por un lado, una presencia 
considerable de varios idiomas extranjeros que le permite tener su propio mosaico lingüístico 
(A), sin embargo, la eficacia de las traducciones automáticas (B) producidas por este software 
debe ser examinada con más detalle. 
Estos sistemas de traducción automática asistida por ordenador suelen llevar la sigla 
TAC, sin embargo, este modelo de traducción "no es adecuado para todo tipo de texto, 
especialmente para el trabajo editorial, pero estos sistemas están mejorando gradualmente. Para 
ciertos tipos de textos no muy complicados, pueden competir con el traductor humano." 
(Phister, 2011). En el caso del software de traducción de patentes de la Oficina Europea de 
Patentes, al hacer una traducción como modelo para este escrito, el programa muestra una 
etiqueta que anuncia "Esta traducción fue generada por ordenador. No se puede garantizar que 
sea inteligible, exacta, completa, fiable o adecuada para fines específicos. Los textos resultantes 
de una traducción automática no deben utilizarse como base para decisiones cruciales, en 
particular las decisiones de importancia financiera o comercial”. 
 Esta advertencia nos muestra entonces que, a pesar de la voluntad de la OEP en 
asociación con Google, las traducciones resultantes del software de traducción de patentes no 
deben considerarse, por lo tanto, como traducciones fieles, ya que se trata sólo de una traducción 
aproximada que permite una visión general del contenido de lo que se ha declarado patente. 
Esta ambigüedad de contenido en cuanto a si las traducciones son auténticas, ya que actúan 
como idiomas oficiales como los tres idiomas pivotantes de la OEP y las traducciones presentes 
en la institución pero que no son oficiales, demuestran la existencia de varios retos en cuanto a 
la redacción jurídica multilingüe. A veces, las traducciones generadas por computadora pueden 
no satisfacer necesariamente lo que se les pidió, es decir, algunas traducciones pueden contener 
incongruencias o giros de sentido que, por lo tanto, no serían compatibles con las versiones 
originales de los textos. Para tener una idea de las traducciones realizadas por programas 
informáticos especializados o por profesionales de la traducción jurídica como los jurilingüistas 
(B), es necesario establecer un paralelismo entre estos dos sistemas de traducción.  
 
B) La fidelidad de las traducciones hechas por los juristas-lingüistas 
Antes de discutir la exactitud de las traducciones de los jurilingüistas, deberíamos definir qué 
es un jurilingüista. Un jurilingüista es, por lo tanto, un profesional de la traducción con los 
conocimientos necesarios tanto en el campo de la traducción como de la interpretación, pero, a 
diferencia de los traductores jurados, los jurilingüistas tienen conocimientos jurídicos que les 
permiten hacer traducciones jurídicas no sólo desde el punto de vista lingüístico sino también 
jurídico. En otras palabras, los jurilingüistas son, por lo tanto, profesionales de la traducción 
con una vocación o una formación jurídica, y estos conocimientos jurídicos les dan las 
capacidades necesarias para encontrar no sólo equivalencias lingüísticas tanto del idioma 
original como del idioma de destino, sino también equivalencias jurídicas que a veces pueden 
tener equivalencias lingüísticas pero no necesariamente jurídicas como idioma.  
 Sin embargo, cuando se plantea el tema de la fidelidad de las traducciones, surge la 
pregunta sobre la fidelidad del texto mismo. Según la profesora Sylvie MONJEAN-DECODIN 
"la noción de fidelidad puede adoptar dos formas: la fidelidad a la letra del texto original (por 
la literalidad, por una traducción de origen) que se opone a la fidelidad al espíritu del texto 
original (por la adaptación, por una traducción libre, una traducción de destino)". (Monjean-
Decaudin, 2012) La cuestión de la fidelidad de las traducciones se ha resuelto de diferentes 
maneras según los Estados y las organizaciones internacionales. Los Estados que tienen una 
forma de bijuralismo como  Canadá utilizan la fórmula de "co-redacción" en la que el equipo 
de redacción legislativa no produce una traducción en un idioma oficial y luego una versión en 
un idioma de destino, sino que redacta dos versiones diferentes en inglés y francés. Otras 
instituciones internacionales como la Unión Europea o, en un futuro próximo, cuando se haya 
establecido el Tribunal Unificado, un equipo de traducción que permita cumplir el principio de 
redacción multilingüe establecido en la Unión Europea, en virtud del cual todos los idiomas de 
los Estados miembros que hayan sido declarados idiomas oficiales también actuarán como 
idiomas oficiales de la Unión Europea. En este estado de cosas, el equipo de traducción en 
Europa y el equipo de coedición en el Canadá se aseguran de que las versiones y traducciones 
en idiomas distintos del idioma original sean auténticas y válidas en todo su territorio.  
 No obstante, otras instituciones internacionales como la Oficina Europea de Patentes 
ofrecen la posibilidad de traducción no sólo con un equipo de traductores que realizan 
traducciones a los idiomas oficiales de esta institución, sino también con la ayuda de programas 
informáticos que permiten realizar traducciones automáticas a diferentes idiomas. Surge 




Sección II: Los desafíos de la redacción jurídica multilingüe  
 
Los diversos ordenamientos jurídicos de carácter multilingüe comparten una característica 
común que les permite garantizar la correcta administración de la justicia, a saber, la presencia 
de dos o más idiomas como idiomas oficiales dentro de los Estados. No obstante, la gestión y 
administración en más de un idioma no es una tarea que los Estados dejen al azar, ya que, en 
Canadá, al ser uno de los pilares del multilingüismo, la administración de la justicia encuentra 
su lugar aplicando el método de co-redacción(A), mientras que en instituciones internacionales 
como la Unión Europea se deduce de ello que existe la obligación de redactar en una legislación 
multilingüe (Sección II).  
 
A) La aplicación del método de co-redacción como solución al plurijurismo 
Canadá no sólo es uno de los países más avanzados en materia de traducción jurídica y 
bilingüismo, sino también uno en el que coexisten dos derechos diferentes pero iguales. Estos 
diferentes derechos están igualmente escritos en dos idiomas diferentes, en el sentido de que el 
derecho se convierte en un idioma y el idioma mismo se convierte en un derecho. 
Canadá es un verdadero ejemplo de la aplicación eficaz de un método no sólo de 
bijuralismo, ya que utiliza tanto la common law como el civil law, sino también de un Estado 
en el que existe un bilingüismo vivo en la vida cotidiana de los ciudadanos canadienses y en las 
instituciones encargadas de la administración de justicia, ya que el inglés y el francés siguen 
siendo los idiomas oficiales de este país. 
 Sin embargo, para poder profundizar en este sistema dedicado a una administración de 
justicia bilingüe, debemos en primer lugar indicar la importancia y el alcance que tiene el 
Canadá como país que ha fundado los pilares del bilingüismo jurídico. Habría que recordar las 
palabras de J. MELASCHENKOsobre el estatus de Canadá:  
 Versión original en inglés: 
 “Bijuralism, in its narrower meaning, refers to the existence of two types of legal 
systems within a single state. Canada is said to be a bijural state because it has both common 
law and civil law systems". (Melaschenko, 2019) 
 
 Versión traducida al español: 
 "El Bijuridismo, en su forma más completa, se refiere a la existencia de dos o más 
sistemas legales dentro de un solo estado. El Canadá se considera bijurídica porque tiene ambos 
sistemas jurídicos, el de la common law y el del derecho civil. » 
 
Fue este bijuralismo canadiense el que dio lugar en 1978, tras varias críticas de la 
Oficina del Comisionado de Lenguas Oficiales del Canadá, que planteó inquietudes sobre las 
versiones creadas en francés que a veces contenían traducciones erróneas. Debido a estos 
inconvenientes, el Canadá decidió introducir el método de co-redacción en el que "La técnica 
de redacción de proyectos de ley utilizada en la Sección de Legislación se denomina así porque 
se caracteriza por la redacción conjunta del proyecto de ley por un equipo de dos redactores 
legislativos, uno, generalmente un redactor de derecho civil, que se encarga de la versión 
francesa y el otro, generalmente formado en common law, que se encarga de la versión inglesa. 
Esta técnica tiene por objeto garantizar la calidad de la redacción de ambas versiones y tener en 
cuenta los dos sistemas jurídicos canadienses, el derecho civil y el derecho anglosajón.  
 Esta técnica presenta también cierto tecnicismo, ya que debe considerar las formas de 
utilizar los términos de derecho privado en las dos versiones lingüísticas que son específicas de 
cada uno de sus vocabularios jurídicos. Por supuesto, esto debe hacerse sin comprometer la 
política que subyace a la legislación. En otras palabras, este método de co-redacción no sería, 
por lo tanto, una traducción que transponga el contenido de un idioma original a un idioma de 
destino, sino todo un sistema de redacción jurídica que ponga en práctica una vía en la que se 
creen simultáneamente dos versiones jurídicas que luego tengan equivalentes jurídicos y 
lingüísticos en ambos idiomas. 
 Aunque los canadienses han considerado la posibilidad de aplicar este método con el fin 
de no hacer traducciones entre los dos idiomas sino de crear dos versiones de naturaleza 
equivalente, esto nos lleva a creer que el derecho, como sujeto lingüístico, tiene sus propias 
características que le dan la condición de "idioma", pero al mismo tiempo, esta evaluación 
podría ser debatida cuando se oponga al derecho como idioma y al idioma como derecho. 
 
SECCIÓN II: Derecho y legislación plurilingüe  
Se debe entender por un lado el derecho como lenguaje y el lenguaje como derecho (A) para 
así poder apreciar las diferenciaciones entre las traducciones como una traducción obligatoria 
o una necesidad de traducción (B). 
A) El derecho como lengua y la lengua como derecho.  
El derecho no es sólo lo que tendrá que tratar el Tribunal Unificado ni lo que hace el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea cuando dicta sentencias, sino que, en su forma lingüística más 
lograda, es un conjunto de palabras propias de un sistema jurídico que le confiere su propio 
carácter, significado y significación como idioma. La ley puede considerarse entonces como un 
verdadero lenguaje vivo, cambiante y que puede ser traducido no sólo a otro idioma sino 
también interpretado y transpuesto dentro de un orden jurídico diferente.  
  
 La concepción del derecho como un idioma debe entonces indicarse con más detalle, 
como un idioma que tiene como hablantes a las instituciones y jurisdicciones adscritas al 
derecho en cuestión. Sin embargo, sería posible traducir este derecho ya que sigue siendo "un 
idioma" y como idioma tendrá equivalentes en otros idiomas. Esto ya no sería, en palabras del 
profesor GEMAR (Gemar, 2000), "sólo una cuestión de palabras". Las palabras están en el 
idioma, que a su vez está sujeto al sistema general del lenguaje". Esta sumisión al sistema 
general del lenguaje indicaría entonces que el derecho mismo está por debajo de la escala de 
competencia de las normas de la jurilingüística.  
 
Si se extrapola nuestro razonamiento en el Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas, se deduce no sólo que el Tribunal actúa como guardián del derecho europeo y de la 
cohesión e interpretación del derecho europeo como tal, sino que también supervisa la 
interpretación que hacen los Estados miembros y las instituciones a la Unión Europea en el 
sentido de que el Tribunal actúa, Mediante el procedimiento de (TFUE, 2003) (que es la piedra 
angular del derecho europeo. (Caso TJUE 2/13, 2013), el Tribunal permite que el derecho 
europeo se interprete de manera armoniosa e igualitaria en todos los sentidos lingüísticos y 
jurídicos dentro de los Estados miembros y las instituciones europeas. Por lo tanto, el objetivo 
es encontrar el efecto útil de la ley europea y no simplemente hacer traducciones de un idioma 
original a un idioma de destino. 
Incluso si la ley puede considerarse como un idioma que puede ser "traducido" a otros 
idiomas o interpretado en otros sistemas jurídicos, ¿puede considerarse también el idioma como 
un "derecho" o incluso una garantía procesal de un juicio justo para el litigante? El artículo 6 
del Convenio Europeo de Derechos Humanos establece el derecho de acceso a un juez como 
garantía de que la persona tiene acceso a la justicia en un idioma que comprende. Esta 
posibilidad de dirigirse al juez de esta manera va más allá de la simple declaración de que un 
traductor o intérprete es necesario para que el individuo pueda tener su juicio en un idioma que 
entienda, ya que el acceso a la justicia se sitúa por encima de cualquier barrera legal o incluso 
lingüística. Puede haber una variedad lingüística en algunos tribunales internacionales que 
facilite el acceso al juez en varios idiomas. Es este acceso al juez en varios idiomas (B), que se 
discutirá en el punto siguiente.  
 
B) Legislación plurilingüe: ¿una traducción obligatoria o una obligación de 
traducir?  
La legislación es la base de las ordenanzas jurídicas. La legislación permite conocer tanto los 
límites legales como los derechos que se pueden reclamar, pero para tener acceso real a la 
legislación de un Estado o de una organización, debe ser comprensible en el idioma de los 
litigantes. Se desprende, pues, de un principio lingüístico relativo a la legislación plurilingüe, 
es decir, que permite a los litigantes que hablan los idiomas oficiales de los Estados o 
instituciones tener acceso a la legislación en un idioma que entiendan la Oficina Europea de 
Patentes (A) pero, sin embargo, puede ocurrir que a pesar de la pluralidad de idiomas existentes 
en los Estados miembros de una organización internacional, los idiomas que se le aplican sólo 




A) El sistema de traducción de la Oficina Europea de Patentes.  
 
Es necesario tener en cuenta la práctica lingüística del derecho de patentes. A priori, la patente 
se redacta en un idioma, generalmente en un idioma de la Oficina Europea de Patentes. 
Entonces, todo el procedimiento para la concesión de la patente se llevará a cabo en el idioma 
elegido. Sin embargo, puede haber otro procedimiento en otro idioma de antemano y entonces 
el texto será traducido y la patente reanudará su curso administrativo en esta nueva versión de 
la patente.  
La traducción es una actividad tradicional en el sector de las patentes. Si la solicitud de patente 
se hace en uno de los idiomas oficiales de la OEP, el idioma elegido (ya sea alemán, inglés o 
francés) se convertirá entonces en el idioma del procedimiento de concesión. Sin embargo, si 
la solicitud no se hace en uno de los idiomas oficiales, tendrá que ser "traducida a uno de los 
idiomas oficiales de conformidad con el Reglamento de aplicación"(Convención de Múnich, 
2000). Esta traducción debe presentarse en un plazo de dos meses, de lo contrario la solicitud 
puede ser "retirada".  
 
Existe una peculiaridad en cuanto a la presentación de la patente en varios idiomas. De 
hecho, según el TJUE Decisión T382/94, se afirma que "(1) A los efectos de la atribución de 
una fecha de presentación, la Convención no exige que los textos de los dibujos estén en el 
mismo idioma que el utilizado en la descripción y las reivindicaciones, de conformidad con los 
párrafos 1 y 2 del artículo 14 del CPE. 
 
“Si todos los dibujos han sido presentados en la fecha de presentación de la solicitud, 
forman parte del contenido de la solicitud tal como fue presentada originalmente, 
incluso si contienen textos en un idioma oficial distinto del idioma del procedimiento. 
Una vez iniciadas las actuaciones, la OEP podrá exigir atestados que certifiquen la 
traducción, que deberá ser conforme al original.”  
 
 Después de haber visto el procedimiento de Internet a nivel de idiomas en la Oficina 
Europea de Patentes, se hace necesario ocuparse del caso del Tribunal Unificado y su sistema 
de idiomas. (B) 
 
B) El caso del Tribunal Unificado: un sistema lingüístico tripartito 
La cuestión de los idiomas oficiales del Tribunal Unificado fue uno de los puntos cruciales 
cuando esta jurisdicción fue concebida en forma lingüística tripartita con el inglés, el francés y 
el alemán como idiomas oficiales. Sin embargo, el Tribunal Unificado, por su parte, también 
tiene un segundo componente en lo que respecta a los idiomas de los tribunales locales y las 
divisiones regionales. Esto sería entonces una subdivisión lingüística de acuerdo con la 
distribución interna dentro del Tribunal Unificado. Según la página oficial del Tribunal 
Unificado "En primer lugar, la norma principal será el idioma oficial o uno de los idiomas 
oficiales del Estado miembro contratante que acoge la división local o el idioma o los idiomas 
oficiales designados por los Estados miembros contratantes que comparten una división 
regional. El idioma de procedimiento de la división central será el idioma en el que se concedió 
la patente (idioma de la patente). La lengua de procedimiento ante el Tribunal de Apelación 
será la lengua de procedimiento ante el Tribunal de Primera Instancia (artículos 49 y 50 del 
Acuerdo). »(Unified Patent Court, FAQ) 
En primer lugar, dentro de las Divisiones Locales o Regionales, el idioma a utilizar, 
según el Capítulo II "Idioma de Procedimiento" del Acuerdo sobre el Tribunal Unificado, más 
concretamente, en los artículos 49 "Idioma de Procedimiento ante el Tribunal de Primera 
Instancia", legaliza todas las condiciones para el uso de los idiomas en las diferentes instancias 
dentro del Tribunal.  
En primer lugar, dentro de una división local o regional, el idioma por defecto de los 
procedimientos es (Artículo 49(1) del Acuerdo sobre el Tribunal Unificado) el idioma (o 
idiomas) oficial del Estado miembro en el que se encuentra la división local o uno de los idiomas 
oficiales (o varios o todos) de los Estados miembros de esa división regional. Además se podrán 
añadir uno o más idiomas oficiales de la OEP según el artículo 49.2 del Acuerdo sobre el 
Tribunal Unificado. 
En otras palabras, como se establece en el artículo 49 "El idioma de los procedimientos 
ante las divisiones locales o regionales será un idioma oficial de la Unión Europea que sea el 
idioma oficial o uno de los idiomas oficiales del Estado miembro contratante en cuyo territorio 
esté situada la división en cuestión, o el idioma o los idiomas oficiales designados por los 
Estados miembros contratantes que compartan una división regional.”. Este artículo deja 
entonces mucha libertad lingüística en cuanto a la elección de los idiomas para el primer 
momento. Sin embargo, en caso de no haber acuerdo y en caso de apelación, el idioma elegido 
puede ser el mismo que el de la primera instancia o también uno de los idiomas en los que se 
ha entregado la patente. Esta multiplicidad en cuanto a la elección de idiomas muestra entonces 
que el Tribunal Unificado dispone de una amplia gama no sólo de idiomas para elegir, sino 
también de un sistema de traducciones que proporciona el propio Tribunal "para ayudar a las 
partes interesadas en los procedimientos orales".(Acuerdo sobre el Tribunal Unificado de 
Patentes, 2013) No obstante, considera importante señalar que el idioma de los procedimientos 
ya no será necesariamente el idioma del Estado interesado.  
Ante la División Central, el idioma será, en particular, el de la patente (es decir, los tres 
idiomas oficiales de la OEP, alemán, inglés y francés). Es probable que las divisiones locales 
propongan varios idiomas con varias reglas para elegir uno de ellos. En caso de apelación, el 
idioma de procedimiento que se utilizará será el utilizado en primera instancia. Sin embargo, 
en caso de no haber acuerdo entre las partes, se podrá utilizar el idioma de concesión de la 
patente.(Loyer & Abello, 2019) "Es posible seleccionar sólo uno o más de los idiomas oficiales 
de la OEP (Artículo 49.2 del Acuerdo sobre el Tribunal Unificado). Además, es posible utilizar 
el idioma del procedimiento de concesión, si las partes están de acuerdo (artículo 49 4) del 
Acuerdo sobre el Tribunal Unificado).”(SedLex, 2016) 
En cuanto al idioma seleccionado para el procedimiento, según el artículo 49 del 
Acuerdo, las partes son libres de acordar el idioma que se utilizará y esta elección está sujeta al 
acuerdo de los jueces. “Sin embargo, en caso de desacuerdo entre las partes y la División, es 
posible solicitar que el caso sea devuelto a la División Central Si las partes no pueden llegar a 
un acuerdo, el Presidente de la División podrá decidir utilizar el idioma de los procedimientos 
de concesión, previendo la traducción si es necesario (Artículo 49.5) del Acuerdo sobre la 
Jurisdicción Unificada en materia de Patentes)” 
Del mismo modo, ante la División Central, el artículo 49 del Acuerdo establece que "El 
idioma de los procedimientos ante la División Central será el idioma en que se concedió la 
patente en cuestión”. 
Por último, los idiomas que se utilizarán cuando se presente el caso ante el Tribunal de 
Apelación, de acuerdo con el artículo 50 del Acuerdo “La lengua de procedimiento ante el 
Tribunal de Apelación será la utilizada ante el Tribunal de Primera Instancia. 2) No obstante lo 
dispuesto en el párrafo 1, las partes podrán convenir en utilizar como idioma de procedimiento 
el idioma en que se haya concedido la patente. 3) En casos excepcionales y en la medida en que 
sea apropiado, el tribunal de apelación podrá decidir utilizar, para la totalidad o parte de las 
actuaciones, otro idioma oficial de un Estado miembro contratante como idioma de las 
actuaciones, previo acuerdo de las partes.” Se desprende entonces que existe un interés real 
dentro del Acuerdo del Tribunal Unificado de crear un espacio “por razones de equidad” en el 
que se buscaría una especie de igualdad de armas en un sentido lingüístico en el que habría 
tantos traductores para ambas partes como acceso a la información en los dos confusos idiomas.  
 Aunque se anunció al principio que el sistema de Tribunal Unificado sería un sistema 
tripartito en lo que respecta a los idiomas, se puede apreciar que el Acuerdo ha detallado bien 
las posibilidades de abrir el campo de los idiomas según las necesidades, permitiendo el uso no 
sólo de los idiomas oficiales del Tribunal Unificado sino también de los idiomas en los que se 
concedió la patente. 
 De ello se desprende que el Tribunal Unificado no sólo tendrá su propio sistema 
lingüístico en lo que respecta a su funcionamiento tripartito, sino que también dispone de toda 
una gama de posibilidades para que las partes elijan el idioma de procedimiento para la 
resolución de las causas. Ya sea tomando una de las lenguas oficiales de la institución o 
eligiendo una de las lenguas de la Unión Europea, con el acuerdo de los jueces del Tribunal 








- El futuro del Tribunal Unificado presenta varias alteraciones a lo largo del tiempo. Las 
desventajas con respecto a su entrada en vigor han complicado enormemente la 
posibilidad de ver el paquete de patentes finalmente entregado. 
- En el lado del lenguaje. El Reino de España no se ajustó en absoluto, y posteriormente 
tampoco Italia, al sistema lingüístico trilingüe del Tribunal Unificado. A pesar de varias 
solicitudes presentadas ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, estas 
solicitudes no pudieron prosperar como deseaban los Estados solicitantes. En este 
sentido, el sistema trilingüe del Tribunal Unificado podría mantenerse. 
- La Oficina Europea de Patentes, en asociación con Google Inc., ha desarrollado el 
programa informático PatentTranslation, que permite acceder a las patentes en 28 
idiomas. Por lo tanto, esta herramienta informática actúa como un medio de transporte 
la cual permite tener un acceso más cercano a las patentes en diferentes versiones 
lingüísticas. No obstante, hay que tener en cuenta que estas traducciones son puramente 
informativas. 
- Sin embargo, el Acuerdo del Tribunal indicaba claramente que era posible utilizar otros 
idiomas, como el idioma de la concesión de la patente, durante todo el procedimiento 
dentro del mismo. Así que vemos un panorama lingüístico más amplio que el previsto 
originalmente. 
- En el lado legal. A pesar del revés sufrido por Inglaterra al no decidir ya continuar con 
el procedimiento de ratificación, es muy posible que la División que debía tener lugar 
en Londres ya no sea válida allí. De igual modo, habrá que ver si habrá algún cambio 
en el Acuerdo por parte del Comité o si Inglaterra ratificará alguna vez el Convenio de 
Lugano. 
- Lo que hizo el Bundesverfassungsgericht al anular la ratificación del Acuerdo no 
debería ser una piedra tan difícil de superar porque, a pesar de su importancia, sigue 
siendo un asunto puramente interno que debe resolverse en poco tiempo. 
- Al final, tendríamos que esperar y ver cómo el equipo de traducción del Tribunal 
Unificado se las arregla para establecer las traducciones y así poder saber qué método 
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